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1) TEXTO DE LA CITACION 
Montevideo, 5 de marzo de 1999, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria el próximo martes 9, a la hora 15, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Proyecto de declaración relacionado con la aproba- 
ción por parte de la Asamblea Popular de Cuba, de la 
Ley de Protección de la Independencia Nacional y 
Económica de Cuba. 

(Carp. N” 1334/99 - Rep. N* 825/99) 


2%) Elección de miembros de la Comisión Permanente del 
Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitución). 


3%) Elección de miembros de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo. 


Mario Farachio 
Secretario 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Antognazza, 
Arismendi, Atchugarry, Bergstein, Brezzo, Carvalho, Cid, 
Couriel, Dalmás, Gandini, Garat, García Costa, Gargano, 
Heber, Hualde, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Mallo, Millor, 
Pais, Pereyra, Pozzolo, Ricaldoni, Santoro, Sarthou, Sego- 
via, y Virgili. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Astori, Bat- 
lle, Hierro López y Michelini. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 15 y 21 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“El Ministerio de Relaciones Exteriores remite fax 
de nuestra Embajada en Santiago de Chile, solicitando 
la designación de un integrante del Parlamento para 
concurrir al V Encuentro del Parlamento Cultural del 
MERCOSUR a realizarse en dicho país los días 22 y 23 
de marzo de 1999. 


-A LA COMISION DE EDUCACION Y CUL- 
TURA. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite 
la información solicitada por el señor Senador Reinaldo 
Gargano sobre las empresas que prestan servicios en el 
puerto de Nueva Palmira. 


-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR REINALDO GARGANO. 
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Las Juntas Departamentales de Cerro Largo y Salto 
remiten notas comunicando la integración de sus Mesas 
Ejecutivas. 


-TENGANSE PRESENTES”. 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 


licencia llegada a la Mesa. 
(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Hierro solicita licencia desde el 9 
al 26 de los corrientes.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 9 de marzo de 1999. 

Señor Presidente del 

Senado 

Lic. Hugo Fernández Faingold. 

Presente 

De mi consideración: 

Solicito a usted se me otorgue licencia sin goce de 
sueldo desde el día de la fecha, hasta el 26 del corrien- 


te. 


Asimismo ruego se convoque al suplente respecti- 
vo. 


Saludo a usted atentamente. 
Luis Hierro. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 


-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, se convocará al suplente respectivo que 
lo es el señor Ronald Pais, quien ya ha prestado el juramento 
de estilo, por lo que de encontrarse en Antesala se le invita a 


ingresar al Hemiciclo. 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Michelini solicita licencia desde 
el día 9 de marzo hasta el 26.» 


-Léase. 
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(Se lee:) 
«Montevideo, 9 de marzo de 1999. 

Señor Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 

De mi mayor consideración: 

Motiva la presente solicitar al Cuerpo que usted 
preside, me autorice el goce de licencia al amparo 
de la Ley N* 10.168 en la redacción dada por la Ley 


N* 16.465, desde el día 9 de marzo hasta el día 26, 
inclusive, del mismo mes de 1999, 


Tal solicitud obedece a motivos particulares, por lo 
cual requiero la correspondiente resolución de la Cá- 
mara autorizando la misma. 

Saluda a usted atentamente. 

Rafael Michelini. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 


-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, se convocará al suplente respectivo que 


lo es el señor Edgardo Carvalho, quien ya ha prestado el jura- 
mento de estilo, por lo que de encontrarse en Antesala se le 
invita a ingresar al Hemiciclo. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente: ) 


«El señor Senador Astori solicita licencia por los 
días de hoy y mañana.» 


-Léase. 
(Se lee:) 


«Montevideo, 9 de marzo de 1999. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


Solicito al Cuerpo se me conceda licencia por los 
días de hoy y mañana. 


Sin otro particular saluda al señor Presidente muy 
atentamente. 


Danilo Astori. Senador.» 
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-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, queda convocado el suplente correspon- 
diente. 


5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una nota de de- 
sistimiento llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«El doctor Scavarelli comunica que, por esta vez, 
no acepta la convocatoria de que ha sido objeto.» 


-Léase. 
(Se lee:) 


«Montevideo, 9 de marzo de 1999. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que por esta única 
vez renuncio a la convocatoria de que he sido objeto. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Dr. Alberto Scavarelli» 
(Ingresa a Sala el señor Senador Carvalho) 


6) DIFICULTADES EN LA INDUSTRIA METZEN Y 
SENA INSTALADA EN EMPALME OLMOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa en la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: queremos hacer 
referencia a una situación que calificamos como grave y deli- 
cada, generada en las localidades de Empalme Olmos y Ol- 
mos, en la 7a. Sección Judicial del departamento de Canelo- 
nes, como consecuencia de las dificultades que viene enfren- 
tando la industria Metzen y Sena allí instalada. Debido a di- 
chas dificultades se ha enviado al seguro de paro a un número 
muy importante de trabajadores. 


Hemos visto crecer a esta industria y comprobamos duran- 
te muchos años la trascendencia, importancia e influencia que 
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tiene en la zona que comprende el núcleo de población de 
Olmos y Empalme Olmos, que prácticamente depende en su 
totalidad de la actividad de esta firma. Por esta razón es claro 
que debemos procurar, dentro de los caminos que habilita la 
ley, encontrar soluciones para que se emerja de esta situación 
realmente difícil y pueda volverse a una etapa de normalidad 
que genere un clima de tranquilidad en toda la población y en 
el área circundante. Cabe señalar que esta empresa tiene una 
enorme significación por su tipo de producción, por la tecno- 
logía que en la misma se ha aplicado y por el número de 
trabajadores que ocupa. Recordamos perfectamente las épocas 
en que allí trabajaron más de 1200 personas, hecho que indica 
la importancia y significación de esta industria. 


Además, se trata de una industria moderna y actualizada 
porque ha realizado actividades de reconversión. No hace más 
de 60 días, el propio Presidente de la República visitó la em- 
presa a fin de comprobar la tecnología incorporada y la mo- 
dernización que la planta había alcanzado. A pesar de esta 
situación y de la inversión muy importante que allí se realizó, 
la empresa se vio en la necesidad de tomar algunas medidas 
que creemos a nadie le satisface llevar adelante enviando al 
seguro de paro un número significativo de trabajadores. De 
acuerdo con la información que directamente nosotros pudi- 
mos recoger en la zona, en dicha empresa trabajaban alrededor 
de 815 personas, quedando en la actualidad ocupadas tan sólo 
250. Nosotros estimamos que se debe procurar superar esta 
situación mediante el cumplimiento de todas las posibilidades 
existentes en virtud de que se trata de una industria que cubre 
a una población de casi 5.000 personas, que prácticamente 
viven o dependen de la actividad de esta empresa. No se trata 
de lo que sucede habitualmente cuando los trabajadores son 
enviados al seguro de paro durante un tiempo y luego vuelven 
a la actividad una vez que la empresa supera sus dificultades. 
En este caso concreto, se afecta directamente a la población y 
se genera un grave problema de carácter social con enormes 
repercusiones en toda el área de las poblaciones de Olmos y 
Empalme Olmos, como así también en las zonas aledañas por 
cuanto allí han sido radicados cientos de trabajadores prove- 
nientes del noroeste de Canelones, área tan castigada durante 
tantos años, prácticamente convertida en un páramo como con- 
secuencia de la desaparición de la industria de la remolacha 
azucarera. 


Hasta el presente, las medidas que se han adoptado han 
procurado solucionar esta situación mediante tratativas para 
adecuar en el seguro de paro la posibilidad de reintegro de 
estos trabajadores. Este tema ha quedado a cargo únicamente 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Nosotros quere- 
mos resaltar la sensibilidad de la señora Ministra que en opor- 
tunidad de estar realizando una gira política en Canelones y 
asistir a la localidad de Empalme Olmos, dejó de lado su acti- 
vidad partidaria para visitar el sindicato de trabajadores y aten- 
der a distintas personas que le plantearon la situación generada 
en la empresa. Insisto, con esta actitud de la señora Ministra 
queda demostrada su especial sensibilidad por cuanto superó 
las exigencias de una campaña partidaria para atender tareas 
propias de su Cartera. 
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Más allá de esto, a nuestro juicio corresponde que también 
intervenga el Ministerio de Industria, Energía y Minería por- 
que también está involucrado en virtud de la naturaleza del 
problema y el tipo de actividad, como así también el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas porque teniendo en cuenta la 
dimensión de la empresa, se necesita cierta aproximación de 
quienes tienen a su cargo la conducción económica del país. 
Por otra parte, estimamos que no puede quedar fuera de la 
intervención la Corporación Nacional para el Desarrollo, ge- 
nerada precisamente en su estructura con la finalidad de actuar 
en situaciones como ésta. 


De acuerdo con la información que hemos recogido, el 
mayor volumen de su producción, la empresa no lo coloca en 
Brasil sino en Chile y en Italia. Queda claro, entonces, que 
esta situación no se genera como consecuencia -reitero, según 
la información que recabamos- por la crisis brasileña, sino que 
tiene otras causas. 


Por todo ello, repito, entiendo que además del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, también deben intervenir los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería y el de Economía 
y Finanzas, como así también la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, que es una entidad típica para entender en situa- 
ciones como ésta ayudando a la recuperación de la empresa 
mediante una serie de medidas, tal como sucedió en otras 
Ocasiones. 


Por consiguiente, solicitamos que la versión taquigráfica 
de mis palabras pase a los Ministerio que he nominado y a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo a los efectos de que 
se adopten las medidas adecuadas para tratar, en lo posible, de 
superar esta grave situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 

7) DIA INTERNACIONAL DE LA MUJER 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: voy a aprove- 
char estos 10 minutos de la hora previa para referirme a dos 
puntos, de manera que lo haré muy brevemente. 


En primer lugar, deseo enviar una congratulación a todas 
las mujeres del mundo, particularmente a aquellas que se or- 
ganizan para luchar por los derechos de la mujer, ya que en 
el día de ayer, precisamente, se conmemoró el Día Internacio- 
nal de la Mujer. No es necesario hacer una exposición -tampo- 
co soy el más idóneo para ello- sobre la historia de la lucha 
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por la reivindicación de los derechos de la mujer. Por ello, me 
limitaré simplemente a escoger -con mucho trabajo- a algunas 
figuras femeninas que me han impresionado de una manera 
muy espectacular. Una de ellas tiene alcance universal y desde 
hace mucho tiempo la considero como una personalidad ex- 
cepcional en la historia femenina de la humanidad por sus 
condiciones de estudiosa, teórica, valiente, revolucionaria, mi- 
litante, y víctima y mártir de la derecha. Me estoy refiriendo a 
Rosa Luxemburgo, a quien recuerdo siempre con una especial 
admiración. 


En lo cotidiano, en lo comarcal, quiero hacer referencia a 
un cúmulo de mujeres de menos repercusión en el ámbito de 
la humanidad, pero con una enorme repercusión en mi cora- 
zÓn, conciencia y cerebro. Estoy haciendo alusión a las maes- 
tras que tuve en la escuela primaria. La maestra de primer año 
se llamaba Maruja Caballero, quien falleció en momentos de 
procrear a una hija, a quien he conocido mucho en estos últi- 
mos años. Su muerte, cuando yo cursaba el primer año de 
escuela me generó un dolor y una sensación de misterio referi- 
do a la maternidad y a la muerte, impresionante. En segundo 
año, tuve como maestra a Sara Orrego y durante algunos me- 
ses a la señora Blanca Pintos, de un nivel excepcional. Mien- 
tras tanto, en tercer año mi maestra fue Herminia Pereira, edu- 
cadora de altísimo nivel. Se trataba de maestras -en aquel 
momento se llamaban de segundo grado- que tenían una gran 
formación porque eran docentes de un barrio bastante margi- 
nal -el Barrio Lavalleja de Rocha- en el que además de cum- 
plir sus funciones magisteriales también llevaban a cabo una 
tarea extraordinaria como militantes sociales. Más adelante, en 
cuarto año mi maestra fue Momomo Feola y en quinto una 
docente estupenda, de altísimo nivel intelectual, la señora Leda 
de Castro de Pérez. Con ella y con su familia, con el paso de 
los años, tuvimos una larga amistad. En sexto año -y la tomo 
como paradigma- tuve una maestra recién recibida llamada 
María Isabel Teibo. A ella la personifico como el ideal magis- 
terial; siempre recuerdo sus inolvidables ojos cuando llegó a la 
escuela y le envío siempre el Día del Maestro algún saludo. 


Con esta relación me quedo contento de recordar a mujeres 
que causaron en mí -para siempre y en una edad muy especial- 
una impresión cercana a la que uno siente cuando contempla 
conceptos como el de soberanía, belleza o grandeza espiritual. 


8) EX SEÑOR SENADOR JOSE GERMAN ARAUJO. 
Homenaje a su memoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- En segundo término, quisiera re- 
cordar a un ex integrante de este Cuerpo, ya fallecido, el ex 
señor Senador Araújo quien, en su momento, se destacó por 
ser un hombre polémico y polemista. Generó grandes adhesio- 
nes, así como también odios; siempre polemizó. Tuvo un esti- 
lo discutible, pero luchó por algo que todos debemos defen- 
der, es decir, por los derechos humanos. A mi juicio, tuvo una 
especie de reivindicación histórica, cuando a raíz de una deci- 
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sión adoptada con motivo de una situación muy peculiar que 
vivía el país -que no voy a analizar, aunque no comparto en 
absoluto- el Senado -no éste, sino otro- excluyó al señor Sena- 
dor Araújo como una forma de sanción. Luego, la voluntad 
popular lo colocó de nuevo en este Cuerpo. Cumplió una ex- 
traordinaria gestión como Senador, pero, además -y esto es lo 
que quiero recordar específicamente- algunas de las personas 
que tenían graves ofensas contra él, se hicieron muy amigas y 
compartieron veladas sumamente amables, las que tuve oca- 
sión de presenciar más de una vez. Me refiero a las personas 
que habían promovido la decisión adoptada por el Senado. 


De esta manera, deseo ahora -ya que hoy no pude hacerlo 
por razones insoslayables- brindar mi homenaje a este compa- 
ñero fallecido, que aún permanece en el recuerdo de todos 
nosotros como una de esas figuras que no salen de nuestra 
memoria. 


En consecuencia, señor Presidente, solicito que la versión 
taquigráfica de la primera parte de mi exposición, referida a la 
mujer, sea enviada a Enseñanza Primaria -como se decía an- 
tes- a través del CODICEN, a fin de respetar la jerarquía de la 
Administración de la Enseñanza. De todos modos, me estoy 
dirigiendo al Consejo de Primaria. En segundo lugar, también 
solicito que la versión taquigráfica de mis palabras relativas al 
homenaje al ex señor Senador Araújo, sea enviada al Frente 
Amplio y, particularmente, al sector de la Corriente de Unidad 
Frenteamplista, de la cual era conductor este compañero ya 
fallecido. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar las solicitudes del 
señor Senador Korzeniak. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) CRISIS DE LOS PRODUCTORES AGROPECUA- 
RIOS DEL PAIS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quisiera trasladar a esta hora pre- 
via una gran preocupación que se suma a algunas de las que 
expresáramos en el debate de la Comisión Permanente, en 
oportunidad de concurrir los señores Ministros de Economía y 
Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


A raíz de lo que algunos han denominado -a mi juicio, de 
manera incorrecta y por una razón de economía de lenguaje- 
la crisis de Brasil, se planteó claramente la situación de los 
productores de todo nuestro país. 


Concretamente, cuando concurrió el señor Ministro Chie- 
sa indicamos que habíamos estado dialogando con los produc- 
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tores de Salto, a quienes se incentivó a reconvertirse a fin de 
producir, por ejemplo, frutilla, morrón y cultivos de inverna- 
dero en general. A los golpes que reciben desde el punto de 
vista tributario, a la falta de perspectivas y a las dificultades 
para colocar sus productos en los diversos mercados, se agre- 
ga una vez más los fenómenos climáticos. Aclaro que junto 
con la señora Senadora Dalmás tuvimos ocasión de escuchar 
de primeras manos el planteo de los productores. Fue así como 
nos enteramos que se les ofreció un crédito, a través del Banco 
República, para comprar nylon. Esta gente está absolutamente 
endeudada y ha sido doble y triplemente castigada. La semana 
pasada también estuvimos en Paysandú conversando con re- 
presentantes de distintas gremiales agropecuarias de ese de- 
partamento. Todos sabemos que el punto de vista de la ubica- 
ción sectorial y político partidaria de estas personas no fue el 
objetivo por el cual conversaron con todos y cada uno de los 
que se quisieron acercar para conocer su situación. Me refiero 
tanto a representantes del Poder Legislativo como del Poder 
Ejecutivo. 


Concretamente, deseo compartir la angustia que nos tras- 
mitieron principalmente los jóvenes que participaron en la re- 
unión, alcanzando un número muy importante. Plantearon sus 
anhelos y su disposición para plantar y producir más y mejor, 
para introducir tecnología, para calificarse, para educarse de 
manera permanente y apostar así a una concepción de país 
productivo en desarrollo. Dijimos que nos parecía hasta una 
falta de respeto -por no utilizar un término más agraviante- 
que se vaya por los caminos del país ofreciendo cosas y di- 
ciendo que para lograrlas es necesario esperar hasta que se 
llegue al gobierno. Desde el punto de vista ético soy incapaz 
de sostener un planteo de este tipo. Tal como lo indicamos 
cuando concurrieron los señores Ministros si hoy se logra una 
solución para la situación en la que se encuentran estas perso- 
nas, al igual que el resto de los trabajadores, desde ya estamos 
dispuestos a levantar nuestra mano para apoyarla. 


Rápidamente, señor Presidente, voy a dar lectura al comu- 
nicado de prensa remitido por las gremiales agropecuarias de 
Paysandú, reunidas en asamblea el día viernes 26 de febrero 
de 1999, a fin de ver si realmente estamos en condiciones de 
abordar, aunque sea por una vez, el papel que le cabe a este 
Poder Legislativo en la cuota parte de la responsabilidad que 
tenemos para encontrar una salida urgente a la situación que 
viven estas personas. 


Concretamente, dicho comunicado dice lo siguiente: 
«Las gremiales agropecuarias de Paysandú, reuni- 
das en asamblea en carácter de grave y urgente, el día 
viernes 26 de febrero de 1999. 
ATENTO: 


A la grave situación de todos los sectores agrope- 
cuarios del país, al punto tal: 


- De tener una rentabilidad negativa. 
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- De agravarse el endeudamiento. 


- De la desaparición de productores y de la indigna 
condición de vida de los mismos, al punto tal de 
comprometer seriamente la sobrevivencia del pro- 
ductor rural, que ha logrado eficiencia no corres- 
pondida por el Estado. 


CONSIDERANDO: 


- Que las gremiales agropecuarias todas, no han sido 
atendidas en sus reclamos y en sus propuestas por el 
Gobierno Nacional. 


- No habiendo tenido respuesta del Comunicado de 
Prensa de fecha 29 de enero de 1999. 


Las GREMIALES AGROPECUARIAS DE 
PAYSANDU, RESUELVEN EN ASAMBLEA: 


A- La suspensión inmediata de parte del BROU, de 
las ejecuciones agropecuarias y de los trámites su- 
cesivos. 


B- Se agilice nuevamente todas las líneas de crédito 
por parte del BROU. 


C- Una moratoria general, al endeudamiento del sec- 
tor, frente a la Banca Oficial y Privada. 


D- Una agresiva reducción del gasto público, a fin de 
disminuir la incidencia del costo país, en nuestras 
producciones y exportaciones. 


E- Una más efectiva devolución de impuestos a las 
exportaciones. 


F- Una búsqueda más agresiva de nuevos mercados. 


G- Adoptar medidas tributarias que rectifiquen o co- 
rrijan la pérdida de competitividad del sector. 


H- Un corrimiento hasta fines del 99 de las Contribu- 
ciones Agropecuarias. 


I- Exigir del Gobierno Nacional, una definición clara 
y contundente, si el sector agropecuario es de inte- 
rés nacional. 


J- Las gremiales exhortan a que el agro marque su 
voto en blanco en las próximas elecciones. 


Los productores de Paysandú se declaran en ESTA- 
DO DE EMERGENCIA. 


Convocan a todas las GREMIALES DEL PAIS que 
en plazo de 30 días, conjugar esfuerzos a fin de propi- 
ciar un GRAN DIALOGO NACIONAL, que involucre 
a todos los productores del país, a nuestros gobernantes 


CAMARA DE SENADORES C.S.-53 


y a todos los sectores políticos. Otorgar un plazo máxi- 
mo de 30 días para concretar dicho diálogo. 


Firman: Asociación de Productores de Leche de 
Paysandú, Asociación Rural de Exposición Feria de 
Paysandú, Asociación Agropecuaria del Litoral, Aso- 
ciación de Productores de Leche de Parada Esperanza 
remitentes a CONAPROLE, Asociación Rural de Jó- 
venes, Centro Médico Veterinario de Paysandú, Aso- 
ciación de Colonos del Uruguay, Movimiento Por 
Paysandú entre Todos, COLEQUE, Asociación Rural 
de Río Negro, Asociación Agropecuaria de Dolores, 
GALOSOL S.A., CALAPIS, Centro Comercial de 
Paysandú, Casa de la Universidad, Asociación de Le- 
cheros de Río Negro, Comisión Nacional de Fomento 
Rural, Intergremial de Productores de Leche.» 


Como decía al principio de mi exposición, señor Presiden- 
te, los que estamos acá podemos compartir alguno, todos o 
ninguno de los puntos que están planteados, pero lo que se 
está reclamando es un gran diálogo nacional y conjugar es- 
fuerzos. En uno de los literales y de una manera muy clara 
está expresada la falta de credibilidad en la vida política del 
país, en las instituciones y en quienes estamos hoy -esto nos 
atañe de manera directa- más o menos embarcados en campa- 
ñas políticas. Tal como lo dije cuando concurrieron los distin- 
tos Ministros a la Comisión Permanente, las soluciones en este 
y en otro sector son para hoy. En definitiva nos quedó muy 
grabado y nos impactó de manera muy dura la imagen de esos 
jóvenes angustiados y preocupados por la falta de perspectivas 
y con muchas ganas de hacer cosas. Creo que esto necesita 
una respuesta y debemos dejar sentada la posibilidad de inter- 
cambiar opiniones y de tomar determinadas medidas. Repito 
que es necesario dar una respuesta seria que de ninguna mane- 
ra puede ser la de que esperen al 1? de marzo. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
mis palabras se envíe a los Ministerios de Economía y Finan- 
zas y de Ganadería, Agricultura y Pesca y en especial a sus 
titulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 
-19 en 21. Afirmativa. 


10) ELECCION DE MIEMBROS DE LA COMISION AD- 
MINISTRATIVA DEL PODER LEGISLATIVO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha concluido la hora previa. 


Corresponde que el Senado ingrese a la consideración del 
orden del día. 


Quisiera trasladar a los señores Senadores una decisión 
tomada en la reunión de Coordinadores relativa al cambio del 
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orden del día para considerar en primer lugar el punto que 
figura en tercer término es decir, elección de miembros de la 
Comisión Administrativa del Poder Legislativo. Si no estoy 
mal informado, las distintas Bancadas han hecho llegar a la 
Mesa los nombres de los señores Senadores designados para 
integrar la Comisión Administrativa en este período. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Naturalmente voy a votar con mucho 
gusto al señor Senador del Partido Nacional que vaya a sustl- 
tuirme en la Comisión Administrativa. Lamentablemente, en 
la última sesión no hubo número y como le consta al señor 
Presidente, quería hacer algunas precisiones. Si se va a tratar 
el tema en el día de hoy, tendré que hacerlas en Sala, de lo 
contrario pediría que se postergue el asunto hasta que tuviéra- 
mos oportunidad de formularlas en la Comisión. Repito que si 
se va a tratar el asunto ahora, voy a hacer las precisiones en 
Sala para que quede constancia de que no comparto alguna de 
las decisiones tomadas por la Comisión Administrativa o, con- 
cretamente, por su Presidente. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE. El tema está en el orden del día y 
la Mesa no tiene ningún inconveniente en que se proceda en 
cualquiera de los dos sentidos. Según entendemos la Cámara 
de Representantes aún no ha nombrado a ningún Diputado 
para integrar la Comisión Administrativa, de forma que la 
nueva Comisión aún no está en condiciones de constituirse. 


SEÑOR POZZOLO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO.- Solicito que se postergue la conside- 
ración del tercer punto del orden del día en función del plan- 
teamiento del señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


11) CONTESTACION DE UN PEDIDO DE INFORMES 
FORMULADO POR LOS SEÑORES SENADORES 
KORZENIAK Y GARGANO AL MINISTERIO DE 
ECONOMIA Y FINANZAS SOBRE LA INTEGRA- 
CION DE UNA SOCIEDAD ANONIMA. CUESTION 
DE FUEROS 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- De acuerdo con el artículo res- 
pectivo del Reglamento -si no me equivoco es el 68- voy a 
plantear como una cuestión de orden una cuestión de fueros. 
Es difícil determinar el inciso del artículo 68, pero se trata del 
literal C) de la última parte del artículo que dice: «Es asimis- 
mo cuestión de orden lo que afecte los fueros del Cuerpo; 
alguna de sus Comisiones, o de cualquiera de los Senadores.» 
En este caso, la cuestión de fueros va a ser planteada como 
vinculada a los señores Senadores Gargano y quien habla y 
tiene que ver con una contestación a un pedido de informes 
que hizo el Ministerio de Economía y Finanzas cuando se le 
solicitó, por parte de los dos Senadores mencionados, los nom- 
bres de los Directores actuales de la empresa Prólogo SA, 
firma gestionadora de la empresa conocida comercialmente 
como Centro Eléctrico. Este pedido de informes fue formula- 
do el 3 de junio de 1998, vinculado al cierre de Centro Eléctri- 
co y a la situación bastante desesperada en la que quedaron 
una cantidad de empleados. Nosotros deseábamos saber quié- 
nes son los Directores a los efectos de determinar quiénes 
administran esa empresa comercial. 


Es conocido en el mundo que los gestores, administradores 
O Directores de una Sociedad Anónima son los que en última 
instancia provocan el éxito o el fracaso de cualquier empresa 
comercial. 


De manera que el pedido no tenía nada de raro. El Ministe- 
rio de Economía y Finanzas no sé si por esa especie de despre- 
cio olímpico que tiene por los pedidos de informes que hacen 
los Legisladores, o por ignorancia -dichas estas dos hipótesis 
sin agraviar, las prefiero antes de decir que hubo ocultamiento 
premeditado, que no lo estoy afirmando- no contestó el pedido 
de informes -como suelen hacerlo todos los Ministerios, aun 
con los pedidos reiterados por la Cámara, que es el procedi- 
miento habitual que se hace en la Constitución- y en este caso, 
además de eso, remitió un fundamento de por qué no había 
dado los nombres de los Directores. Cabe aclarar que no fue 
igual al fundamento dado más de una vez por el Ministerio de 
Educación y Cultura respecto de quienes dirigen una Sociedad 
Anónima en el sentido de que sólo cuentan con los nombres 
de los fundadores y de ahí en adelante no saben quiénes los 
sucedieron, por el contrario, fue un fundamento que nosotros 
consideramos que lesiona nuestros fueros. 


Quiero hacer una aclaración previa, que es una breve dis- 
gresión. No me gusta plantear una cuestión de fueros, pues 
siempre dije que esto es un residuo casi medieval de los pri- 
meros Parlamentos. Aunque algunos dicen que en el Medioe- 
vo no existían, desde 1215, con la Carta Magna, los 25 varo- 
nes se constituyeron en una especie de Parlamento. 


Cuando hablamos de fueros lo hacemos en el sentido de 
aquéllos que nos pueden quitar en cualquier momento. Lo que 
no es admisible -y repito que si el señor Ministro cree que es 
verdad padece de ignorancia y si no cree que lo es y lo dice 
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igual, aunque no figura en el informe, padece de arrogancia- 
es que pueda sostener que no nos proporciona la información 
porque sólo se da a pedido de un juez o de los titulares de un 
interés directo, personal y legítimo. 


No creo que un Ministro de este país, que tiene una cultura 
cívica de media para arriba, pueda creer... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-Señor Presidente: estoy fundamentando una moción y voy 
a pedir que se vote. Luego solicito que se me permita agregar 
una fundamentación; de lo contrario, no creo que los señores 
Senadores estén en condiciones de votar o no. 


Retomando lo que decía, no puedo creer que un Ministro 
piense que un Legislador, que cuenta con un mecanismo pre- 
visto en la Constitución como derecho de cada uno de los 
miembros del Parlamento, no de las Cámaras, no tenga un 
interés directo, personal ni legítimo cuando se basa precisa- 
mente en uno de esos artículos de nuestra Carta Magna. 


Señor Presidente: solicito que se vote para que se pueda 
hablar sobre esta cuestión de fueros. Por mi parte, voy a pre- 
sentar una moción que declara que se lesionan los fueros de 
los Legisladores cuando se les da esta respuesta. Todos los 
otros procedimientos han sido ensayados y no han dado resul- 
tados. A pesar de esa prevención por temas de antigiiedad 
dogmática que tengo contra los planteos de fueros -no sobre 
los desafueros- he planteado así el asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el literal c) del 
artículo 69 del Reglamento, corresponde votar, sin debate, al 
sólo efecto de calificar el carácter preferente del asunto. En 
caso de que se vote afirmativamente el tema, se entrará a 
considerar el fondo de la cuestión. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 


Antes de dar la palabra al señor Senador Korzeniak, sim- 
plemente la Mesa desea recordar al Senado que el Reglamento 
establece que para considerar el fondo de la cuestión, cada 
orador podrá intervenir una sola vez y por un espacio de cinco 
minutos. 


Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Tengo presente esa disposición, 
señor Presidente; sin embargo, creo que cuando ha habido 
fundamentación de una cuestión de fueros se ha tomado como 
norma la que regula el tiempo de que dispone el proponente 
para fundamentar una moción de resolución. Por mi parte, 
tengo una moción de resolución y pienso que no me van a 
alcanzar los cinco minutos previstos. Si no me equivoco, para 
las resoluciones internas del Senado se dispone de 20 minutos 
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y yo en 15 minutos la podría fundamentar. En la práctica, 
siempre ha sido así, aunque no sé qué interpretación se le va a 
dar ahora. 


La moción dice: «La negativa a proporcionar a los señores 
Senadores la integración de un Directorio de Sociedad Anóni- 
ma solicitada mediante el dispositivo del artículo 118 de la 
Constitución, negativa fundada en que los Legisladores care- 
cen de interés directo, personal y legítimo en dicha informa- 
ción, lesiona los fueros de los respectivos Legisladores.» Esta 
es la moción que me propongo fundar y, si la Mesa no se 
opone, creo que dispongo de 20 minutos. De cualquier mane- 
ra, lo decidirá la Presidencia y estaré a lo que se resuelva. 


Señor Presidente: ya he leído el pedido de informes que el 
señor Senador Gargano y quien habla elevamos. 


Por otra parte, quiero decir que el Ministerio remitió esta 
solicitud de informes a la Auditoría Interna de la Nación y ésta 
expresa, respecto de ese pedido de informes que, atento a lo 
establecido por el artículo 419 de la Ley N* 16.060, se podrá 
brindar aquélla, en caso de exigir los archivos de esta Audito- 
ría, siempre que lo solicitado revista el carácter de publicado. 
Agrega, asimismo, que se suministrará información sobre do- 
micilio y sede de las Sociedades, la constitución de sus Direc- 
torios y los estados contables a los titulares de un interés di- 
recto, personal y legítimo. Como es conocido, esta expresión 
está utilizada dos veces en la Constitución uruguaya. Por un 
lado, cuando se refiere al tema de la inconstitucionalidad de 
las leyes, ya que pueden plantear ese tema ante la Suprema 
Corte de Justicia los titulares de un interés directo, personal y 
legítimo. Y, por otro, cuando el artículo 309 alude a la acción 
de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Allí se dice que la pueden plantear los titulares de un derecho 
violado, subjetivo, o de un interés directo, personal y legítimo. 


Quiero decir, señor Presidente, que el único tema que acá 
se ha discutido en materia de pedidos que hacen los órganos 
públicos -que es discutido y discutible- es cuando el Poder 
Ejecutivo plantea acciones -y lo ha hecho, tanto el presidido 
por el doctor Sanguinetti como el conducido por el doctor 
Lacalle- ante la Suprema Corte de Justicia, invocando ese inte- 
rés para pedir que se declare inconstitucional una determinada 
ley. Eso es muy discutible, porque el Poder Ejecutivo es un 
órgano y no una persona. Es difícil que un órgano tenga inte- 
rés personal, aunque pueda ser directo y legítimo. 


Por mi parte, creo que es a todas luces de una supina 
ignorancia pensar que un derecho como el que tiene un Legis- 
lador según el artículo 118 de la Constitución -que dice que un 
Senador o un Representante Nacional tiene derecho a solicitar 
los datos de informes que estime convenientes para llenar sus 
cometidos- no constituya un interés personal. 


El hecho de que sea directo también es un tema de insosla- 
yable respuesta afirmativa, porque el Legislador no lo pide en 
interés de un gremio o de un partido, sino porque lo necesita. 
Si lo hace por interés de su partido, ese es otro tema, pero al 
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invocar el artículo 118 para legislar, pide los datos e informes 
que estime convenientes para su cometido. 


A su vez, se habla de un interés legítimo. ¡Vaya que sería 
una cosa bastante absurda y ridícula decir que el interés de 
alguien que usa el artículo de una Constitución para solicitar 
el empleo de un dispositivo previsto en ella no es legítimo! 


En consecuencia, señor Presidente, cuando cada Legisla- 
dor pide datos de informes tiene un interés directo, personal y 
legítimo. Podrá haber otras razones según las cuales no se 
brindan los informes. De repente se desea saber cuánto dinero 
tiene en determinado Banco el señor fulano de tal. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


-Entonces, se puede contestar que, de acuerdo con la Ley 
de Intermediación Financiera existe el secreto bancario. Ese 
tema es discutible, porque una cosa es el secreto y otra es a 
quién se le puede invocar ese secreto. No obstante, demos por 
barato que ahí, por lo menos, hay una norma para invocar. 
Ahora bien; que se invoque una norma que dice que los datos 
se dan a quien tenga un interés directo, personal y legítimo y 
que, por esa razón, no se le dan a un Legislador que planteó 
un pedido de informes, reitero, señor Presidente, quiero creer 
que es por ese desprecio olímpico que tiene el Poder Ejecutivo 
cuando se le piden informes en el Parlamento o por una cues- 
tión de ignorancia del señor Ministro que no es un abogado y 
a quien le hicieron un informe interno y, a lo mejor, ni lo leyó, 
sobre todo, porque se trata de un Legislador que no pertenece 
al partido de Gobierno. Quiero creer que esas son las razones 
y no son las mismas por las cuales, señor Presidente, se dicta- 
ron estas normas que liquidan o restringen los controles sobre 
la Sociedad Anónima. 


(Ingresa a Sala señor Senador Pais) 


-Ahí tengo otras sospechas; hay algunas cosas que no me 
gustan. Por ejemplo, puede ser que no me gusta porque revela 
esa teoría del descontrol ortodoxo, que es parte del llamado 
neoliberalismo; no me gusta porque es un error o porque reve- 
la que se atendió una situación práctica en cuanto a que los 
controles no sirven para nada, como decía en el Cuerpo un ex 
Senador. El pensaba que la Inspección de Hacienda no debía 
hacer nada más, si es que algo funcionaba mal, lo cual es una 
solución a la que personalmente no me afilio. También puede 
suceder que no se desee controlar a las sociedades anónimas. 


Resulta que cada vez que hay un lío grande, que cierra una 
cadena comercial, que se produce una liquidación -que es el 
término técnico que corresponde a las sociedades anónimas- y 
un gran número de funcionarios van al seguro de paro o que- 
dan en la calle, no se puede averiguar quién administró y llevó 
mal el negocio. Alguien fue el responsable: los directores, los 
gestores o un gerente, pero eso hay que saberlo. 


Entonces, no tengo otra manera de reaccionar desde el punto 
de vista jurídico frente a esto, puesto que ya hemos probado 
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todos los mecanismos. Entre ellos, aburrimos al Senado con 
una exposición de cuarenta y cinco minutos diciendo cuántos 
de los pedidos de informes no fueron contestados, cuántos 
habían sido reiterados por el Cuerpo y tampoco se contestaban 
o cuántos eran respondidos con una especie de guaranguería 
gramatical, como ocurrió cuando solicitamos que se nos en- 
viaran los decretos por los que se había cerrado el penal de 
Punta Carretas, a lo que se nos contestó que se debía al criterio 
de las autoridades carcelarias de la época. Lo que pedíamos 
era el texto de las resoluciones y no acusábamos a nadie de 
absolutamente nada. Repito, entonces, que todo ha sido ensa- 
yado. 


Por lo tanto, insisto en que me veo obligado a usar lo que 
es una institución residual cuando ya no queda otra cosa que 
hacer, como lo es plantear una «cuestión de fueros». En reali- 
dad, en la Constitución el tema de los fueros es otra cosa; 
concretamente, refiere a la inmunidad en materia de votos y 
opiniones, la inmunidad de arresto y de procesamiento. Esos 
son los fueros, que en cualquier momento pueden quitarse, 
cosa que aquí sucedió una o dos veces. 


No me gusta plantear cuestiones de fueros, porque parece 
ser una especie de ofensa que uno siente. Confieso que yo no 
siento ofensa, pero sí impotencia por saber cómo se logra para 
que, de una vez por todas, si no se quiere contestar que se lo 
diga y se den dos o tres fundamentos más o menos serios, o al 
menos no risibles. Pero que se le diga a un Legislador que no 
tiene interés directo, personal y legítimo cuando ha planteado 
un pedido de informes por la vía que la Constitución marca, 
me parece que es una insolencia. Digo esto con toda sinceri- 
dad. Es más; en una discusión coloquial, diría que es una 
insolencia. ¿Cómo no va a tener interés directo si es un dere- 
cho que tiene cada Legislador? ¿Cómo no va a ser personal si 
no se trata de un derecho institucional del Cuerpo? ¿Cómo no 
va a ser legítimo si está previsto en la Constitución? Si yo 
preguntara al Poder Judicial por qué la sentencia tal invoca 
determinado fundamento, se me podría decir que ese interés 
no es legítimo, porque el artículo 118 de la Constitución ex- 
cluye la materia jurisdiccional del pedido de informes. Pero de 
lo que se trata aquí es de saber cómo está integrado el directo- 
rio de una sociedad que quiebra, que se cierra, que baja las 
cortinas y deja a la gente sin trabajo. ¿Qué clase de pensa- 
miento ortodoxo o de dogmatismo tenemos aquí si no se pue- 
de saber quién causa una liquidación? Si es fraudulenta -cosa 
que está previsto- ¿a quién hay que dirigirse? Si no lo es y se 
trata de que los riesgos comerciales generaron esa situación, 
¿por qué esas personas no tienen derecho a decir que, como 
gestores o directores, no han tenido culpa? Esto es algo que 
sucedió con muchas de las deudas provocadas por la ruptura 
de la «tablita». En ese entonces se pudo decir que el Estado 
actuó mal o que el problema sobrevino a raíz de determinadas 
circunstancias comerciales. 


Creo, entonces, que esto amerita el proyecto de resolución 
a que he dado lectura. Entiendo que, sustancialmente, el tema 
compromete a todo el Cuerpo, porque se han lesionado los 
fueros de los Legisladores que plantearon un pedido de infor- 
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mes. En consecuencia, y sin perjuicio de las argumentaciones 
que se puedan dar, solicito que se vote mi propuesta. 


Admito un argumento que se puede plantear -en esto me 
adelanto, me apresuro- en cuanto a que el artículo 118 prevé 
qué ocurre cuando no se contesta a un Legislador. Esta norma 
establece que el Legislador puede plantearlo en la Cámara 
respectiva para que ésta haga suyo el pedido y lo reitere. ¿Qué 
ha sucedido? Que eso lo hemos hecho varias veces y en nin- 
gún caso se nos contestó. Aparentemente, esto procede cuan- 
do, según el artículo 118, no se contesta. Esta disposición 
habla del plazo que fijará la ley -dicho sea de paso, tenemos 
un proyecto de ley que duerme en las carpetas de la Comisión 
de Constitución y Legislación, que refiere a la fijación racio- 
nal de esos plazos- y de que, en caso de que no se contestara 
en ese término, el Legislador podría pedir a la Cámara respec- 
tiva que haga suyo el pedido. Esta es una situación distinta, 
porque se contesta diciendo que no se brindan los datos, debi- 
do a que no hay interés directo, personal y legítimo. 


En consecuencia, me parece que lo que corresponde es que 
uno diga lo que siente y por ello pido que el Senado -natural- 
mente, si comparte nuestro razonamiento- apruebe la moción 
que he presentado que dice lo siguiente: «La negativa a pro- 
porcionar a los Senadores la integración de un directorio de 
sociedad anónima, solicitada mediante el dispositivo del ar- 
tículo 118 de la Constitución, negativa fundada en que los 
Legisladores carecen de interés directo, personal y legítimo en 
dicha información, lesionan los fueros de los respectivos Le- 
gisladores, que son los que hicieron el pedido.» El planteo no 
va más allá ni más acá, y repito que si estuviéramos en una 
mesa coloquial afirmaría que, de pronto, el Ministro no leyó 
esto, porque si lo hubiera hecho no podría haber dicho seme- 
jante disparate; si así fuera, la razón podría estar dada en que 
no sabe de Derecho y no ha leído el texto de esta norma. 


Es cuanto deseaba expresar y adelanto que voy a hacer 
llegar mi propuesta a la Mesa. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: si el señor Sena- 
dor preopinante y el Cuerpo están de acuerdo, voy a proponer 
que se distribuyan tanto el pedido de informes como la res- 
puesta del señor Ministro de Economía y Finanzas, y que este 
tema se incorpore al orden del día de mañana, porque, como 
es obvio, dista de ser algo menor. 


Tengo una opinión preliminar -soy absolutamente franco 
al respecto- pero quiero estudiar y, eventualmente, asesorar- 
me. Ahora bien; no puedo -y creo que a la mayoría de noso- 
tros nos debe estar pasando lo mismo- dar curso a la discusión 
sobre este tema exclusivamente a partir de la opinión seria- 
mente fundamentada del señor Senador Korzeniak, pero que a 
mi juicio está equivocada. 
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Por otra parte, me parece que hay que estudiar cuestiones 
que tienen que ver con aspectos jurídicos que atañen a lo 
constitucional y a lo legal. Aquí se ha hablado de textos cons- 
titucionales -en particular del artículo 118 de la Carta Magna- 
y de un artículo de la Ley N* 16.060 relativa a Sociedades 
Comerciales. Por el respeto que me merece un planteo de este 
tipo pero también -y lo quiero aclarar- por el respeto que me 
merece a mí y a la enorme mayoría del país la persona del 
señor Ministro de Economía y Finanzas, economista Luis Mos- 
ca, en caliente, sin fundamentación adecuada, sin conocer el 
expediente o los autos, como decimos en la jerga forense, no 
nos vamos a dejar llevar por un apasionamiento en el que -lo 
digo respetuosamente- ha incurrido el señor Senador Korze- 
niak. Naturalmente no admito, bajo concepto alguno, que el 
señor Senador diga que el señor Ministro tiene un desprecio 
olímpico por el Parlamento o que se ha dejado avasallar por la 
ignorancia de sus colaboradores. 


Son temas propios de la pasión política que se comprueba 
en el país en los años de elecciones. Pero no quiero derivar el 
asunto a si me gustaron o no las expresiones o los calificativos 
dirigidos al señor Ministro por parte del señor Senador Korze- 
niak, porque esa no es la cuestión. Deseo entrar al fondo del 
asunto porque me parece importante, pero no quiero que todo 
esto parezca nada más que una de las habituales simplificacio- 
nes en las cuales todos estamos tentados en incurrir; cuando 
de enfrentamientos políticos se trata, caemos en aquello de las 
películas de antes en los cines de barrio: los buenos de este 
lado y los malos del otro. 


Quiero que se distribuya este material y, repito, creo que 
esto dista mucho de ser un tema menor. Separo lo relativo a 
los calificativos, que es harina de otro costal; quizás más ade- 
lante haya que ocuparse o no de ello. Lo importante de todo 
esto es saber cómo se preguntó y cómo se fundamentó esa 
respuesta. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: voy a acompañar 
la propuesta del señor Senador Korzeniak. Creo que el punto 
que lo llevó a plantear la cuestión de fueros da mérito a que el 
Cuerpo acompañe el proyecto de resolución que fue presenta- 
do. 


Aprovecho esta oportunidad para decir que este tipo de 
respuestas se está convirtiendo en una especie de rutina. Al 
respecto, voy a comentar dos o tres hechos que ya conoce la 
Secretaría. Hay decenas y decenas -quizás centenares- de pe- 
didos de informes que no han sido contestados, algunos de 
suma importancia. En lo que refiere a los nuestros, algunos de 
ellos tienen que ver con la remodelación de la refinería de 
ANCAP, cuyo presupuesto era de U$S 30:000.000, pero aca- 
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bó costando U$S 130:000.000. Sin embargo, hace un año y 
medio que estamos esperando que se nos responda qué ha 
pasado. No esperamos que se recupere dinero; simplemente 
queremos saber qué ocurrió. Pero hay otras respuestas que 
realmente causan asombro. En este sentido, voy a comentar la 
que recibí la semana pasada de parte del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. Se nos había denunciado que en el Puerto 
de Nueva Palmira operaban algunas empresas que se dedican 
al trabajo portuario en condiciones de competencia desleal 
respecto de otras, porque contrataban mano de obra fuera de 
los marcos legales, no pagaban los salarios que prevén los 
convenios y no aportaban al Banco de Previsión Social. Soli- 
citamos, entonces, que se nos informara cuántas empresas tra- 
bajaban allí, qué cantidad de personal tenían, por cuánta gente 
aportaban al Banco de Previsión Social, cuánta gente trabajaba 
en las zafras y cuánta en las épocas normales, y cuándo se 
había hecho la última inspección por parte de ese Banco. De 
los cinco puntos sólo se contestó uno diciendo que la última 
inspección se realizó en 1995. Los restantes cuatro puntos no 
se contestan -observe, señor Presidente, el desarrollo de la 
respuesta- porque violan el artículo 47 del Código Tributario. 
Personalmente, consulté este Código y ese artículo expresa 
que no se podrán dar informes acerca de la gente que paga 
impuestos y las características de cómo lo hace. Pero aquí se 
trata del Banco de Previsión Social, de la lista de funcionarios 
por los cuales se cotiza y de los aportes de una empresa, para 
saber si lo hace o no regularmente. 


Uno también podría presentar este problema como una cues- 
tión de fueros, pero ¿qué es lo que puede decidir el Cuerpo? 
Creo que lisa y llanamente se opta por no contestar. Existen 
distintos mecanismos y sé que es muy riguroso el proceder de 
algunos funcionarios que dentro de la estructura burocrática 
Opinan que la ley tiene determinados contenidos y que hay que 
contestar en consecuencia. Pero me parece que los encargados 
de los Entes, o los Ministros, deberían controlar más este tipo 
de respuestas, porque creo que efectivamente violan las dispo- 
siciones legales y constitucionales. 


Traje este ejemplo porque me parece que es ilustrativo de 
la inocuidad que tienen los pedidos de informes y de la ausen- 
cia total de conocimiento de lo que pasa a nivel de determina- 
dos organismos del Poder Ejecutivo, así como de las funcio- 
nes de control que ejerce el Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Corres- 
pondería pasar a considerar la moción del señor Senador Ri- 
caldoni, que incluye varios aspectos: el repartido del pedido 
de informes del señor Senador Korzeniak al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas y su contestación, el distribuido de la mo- 
ción del señor Senador Korzeniak y, por último, que este tema 
se incluya como primer punto del orden del día de la sesión de 
mañana. 


SEÑOR MALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR MALLO.- Señor Presidente: el asunto que plantea 
el señor Senador Korzeniak me parece de una claridad meri- 
diana. Hay antecedentes en este Cuerpo que fueron resueltos 
por unanimidad, con la concurrencia del Partido Nacional, del 
Partido Colorado y del doctor Juan Vicente Chiarino, que en 
ese momento era Senador por la Unión Cívica. La tradición 
del Partido Nacional a través de los doctores Echegoyen, Gus- 
tavo Gallinal, Barrios Amorín y Washington Beltrán es abso- 
lutamente unánime y concordante. En el informe a que hago 
alusión -que creo se redactó en una sesión o a consecuencia de 
un pedido de informes al doctor Francisco Gamarra, que era 
Ministro de Relaciones Exteriores y que había sido Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia- el doctor Gamarra reconoció 
que ni aun la ley -no ya el Poder Ejecutivo- no pueden ampu- 
tar la competencia que otorga el artículo 118. Hace poco tiem- 
po, el doctor Giorgi volvió a reiterar ese juicio en un libro que 
acaba de aparecer, titulado «Estudios Administrativos». 


Repito que el asunto es de una claridad meridiana, pero me 
basta con que un señor Senador solicite que se postergue hasta 
mañana -no quiero ser subjetivo y decir que tratándose del 
señor Senador Ricaldoni, tengo una cierta inclinación favora- 
ble a las mociones que él pueda hacer- para votar afirmativa- 
mente una moción de este tipo, sobre todo no pareciéndome 
que se trata de una cuestión de una premura tremenda. 


Por lo demás, con respecto a los organismos que están 
dentro de la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas, 
dejando de lado la personalidad ética del señor Ministro Mos- 
ca -que creo no es lo que se cuestiona, ni resulta afectada por 
errores doctrinarios- hemos leído en la prensa que el Presiden- 
te del Banco Central del Uruguay considera que no debe ex- 
plicar por qué no cobró U$S 46:000.000 de multas que le 
impuso al Banco Pan de Azúcar, porque es secreto bancario. 
Eso es absolutamente sorprendente. En momentos en que en el 
mundo se habla de la información y de la publicidad en todos 
los cuerpos internacionales, no queremos que al Parlamento se 
le retacee información. Si información es poder, se está reta- 
ceando el poder del órgano legislativo. 


El señor Senador Korzeniak dice que la respuesta afecta 
sus fueros. Yo creo que no; pienso que afecta los fueros del 
Senado, sus competencias. 


El Cuerpo no puede admitir que se acepte esa interpreta- 
ción porque, si se acepta, ese día se estaría extendiendo el 
certificado de defunción de los cuerpos legislativos. En varias 
oportunidades me ha tocado señalar, no quiero decir el despre- 
cio, pero sí cierta indiferencia por el Parlamento. Es notorio 
que se nombraron Embajadores sin venia, lo que ocurrió ante 
la OEA, disminuyendo una personalidad que nos merece la 
mayor consideración y cuya venia hubiéramos votado con todo 
gusto. Me refiero al doctor Antonio Mercader. 


Por otro lado, tengo aquí la lista de Embajadores para los 
que aun ante aquel simulacro de Parlamento que era el Conse- 
jo de Estado, el gobierno militar pidió venia a fin de nombrar- 
los como representantes en la OEA y en otros organismos. 
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Asimismo, recuerdo perfectamente cuando en la Cámara de 
Representantes el señor Legislador Barrios Anza, en nombre 
del Partido Nacional, solicitó una interpelación al entonces 
Ministro Barrios Tassano, quien retiró la propuesta de nom- 
bramiento del doctor Elizalde como Embajador ante la FAO. 
Podría citar otros casos, y lo haré si es necesario en el día de 
mañana. 


En consecuencia, voy a acompañar la moción presentada 
por el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Agradezco mucho la intervención 
que acaba de hacer el señor Senador Mallo, que realmente me 
obliga a efectuar una aclaración. Soy de los que han votado 
para habilitar la discusión de este tema, de modo que no estoy 
escabullendo el bulto a la cuestión -eso, de ninguna manera- y, 
por supuesto, nuestra Bancada tampoco. 


La breve discusión que estamos manteniendo ha puesto de 
manifiesto que al menos caben tres posibilidades -deseo estu- 
diarlas a todas- que voy a citar. La primera de ellas sería que 
efectivamente se hubieran afectado los fueros de un par de Le- 
gisladores, con una variante que adelanta el señor Senador Ma- 
llo -por supuesto, teóricamente admisible- en el sentido de que 
en ese caso se estarían afectando los fueros, no únicamente de 
dos de nuestros compañeros, sino de todo el Cuerpo. La segun- 
da posibilidad consiste -y de las propias palabras del señor Se- 
nador Korzeniak resulta ello, a pesar de que está en contra- en 
que podría sostenerse -y eso es cierto- que lo que corresponde 
es que se reitere el pedido por todo el Cuerpo, es decir, que lo 
haga suyo el Senado, aplicando la disposición pertinente conte- 
nida en el artículo 118 de la Constitución. Finalmente, la tercera 
posibilidad, guste o no -no tengo opinión formada- es que no se 
afectaron los fueros ni el Cuerpo tiene que hacer suyo el pedido 
de informes porque la ley dice lo que expresa la respuesta del 
señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Reitero que no tengo opinión formada, pero digo que a mi 
entender el desarrollo del debate -al menos hasta ahora- evi- 
dencia con gran claridad que el tema no es sencillo. Por su- 
puesto que harina de otro costal son las demoras que los Mi- 
nisterios suelen tener en las respuestas a los pedidos de infor- 
mes; harina de otro costal es la cantidad de pedidos de esta 
índole que deben responder los Ministerios y harina de otro 
costal también es que esto ocurre en otras dependencias O 
sectores de la administración pública, como son los 19 Muni- 
cipios de todo el país. Muchas veces, Ediles de todos los Parti- 
dos, legisladores departamentales, se quejan de que los Inten- 
dentes de turno no dan respuesta cumplida a sus inquietudes. 


En consecuencia, deseaba hacer esta aclaración, por su- 
puesto al Senado, pero especialmente al señor Senador Mallo, 
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porque en modo alguno estamos escurriendo el bulto a un 
tema que, más allá de su indiscutible interés técnico jurídico, 
también posee una importancia política inocultable. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, agradezco al se- 
ñor Senador Mallo que comparta la tesis que expuse sobre el 
tema de los fueros ante una respuesta de esta naturaleza, así 
como haber recordado un antecedente muy ilustrativo. 


En segundo término, quiero decir que limité el proyecto de 
resolución -la moción- a los fueros del compañero, señor Se- 
nador Gargano y de quien habla, no porque no crea que están 
afectados los fueros de todo el Cuerpo, sino simplemente por- 
que el objetivo era no retardar una discusión, haciéndola más 
compleja. De esta forma, la intención era lograr una acepta- 
ción, porque eran dos Legisladores los que se sentían afecta- 
dos. 


En tercer lugar, el argumento de la cortesía para que se 
trate el tema en la sesión de mañana es fuerte, pero no deja de 
ser puramente de cortesía. Tampoco me voy a situar en una 
postura irreductible y exigir que se vote hoy. Lo que sí me 
duele es que el Senado, teniendo tantos temas de fondo, deba 
ocuparse nuevamente mañana -además de hacerlo en el día de 
hoy, cuando también se va a tratar lo relativo a las leyes que 
se dictaron en Cuba- de una cuestión de fueros. En consecuen- 
cia, esto puede aparecer como que el Senado le está sacando el 
cuerpo a tratar una cantidad de proyectos de ley que realmente 
tienen importancia para la población. No creo que a mucha 
gente le preocupe si los fueros del señor Senador Korzeniak 
están o no afectados; no le debe importar a nadie. No soy de 
los que cree que el sistema representativo supone que si uno 
está acá es porque de verdad tiene 70.000 personas atrás; no es 
así. Estoy aquí porque en un congreso del Partido Socialista 
me pusieron en segundo lugar, en una votación democrática, 
es cierto, pero reitero, en un segundo lugar. De lo contrario, 
no estaría aquí porque no tengo 70.000 votos. 


Por lo tanto, no me resulta cómodo apoyar la moción por 
la razón de que mañana el Senado tenga nuevamente esta dis- 
cusión técnico-jurídica y política. De todos modos, si es vo- 
luntad del Cuerpo hacerlo, no lo voy a discutir. 


Pienso -y lo dejo a criterio de la Mesa- que esta moción de 
fueros también era de orden y, en consecuencia, en líneas 
generales, aunque me avengo a lo que disponga el Senado, 
creo que hay que votarla en primer lugar y, después, la otra. 


Repito que quería dejar estas consideraciones como cons- 
tancia y aclaración. 


Muchas gracias. 


60-C.S. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- Consideramos que el planteamiento 
que realizó el señor Senador Korzeniak es grave y muy impor- 
tante porque generalmente, cuando hemos solicitado un pedi- 
do de informes, nos aprestamos a un tiempo indefinido para 
poder tener la información. Es una especie de situación de 
hecho, y muchas veces cuando se le explica a la gente, ésta no 
entiende cómo teniendo la calidad de Legislador y estando 
establecido el precepto en la Constitución, sea incierto el mo- 
mento en que se va a obtener la información, lo que afecta 
fundamentalmente el cumplimiento del cometido. 


Reitero que esto nos parece muy importante porque mu- 
chas veces hemos vivido la experiencia de no saber cuándo 
vamos a poder ejecutar o definir una conducta, en virtud de 
que tampoco sabemos en qué momento se nos enviará la in- 
formación, si será dentro de un mes o de dos. Existe un meca- 
nismo para plantear esto en el Parlamento, pero entendemos 
que ello de por sí supone un incumplimiento del artículo 118 
de la Constitución. Considero que tendría que existir la máxi- 
ma celeridad en la respuesta a los pedidos de informe. 


También debo decir que en algunos casos he tenido los 
informes rápidamente, pero no veo por qué esto no puede ser 
una regla generalizada, ya que el mecanismo de contralor que 
el Parlamento debe hacer, muchas veces depende de los ele- 
mentos de información que se reciban. 


El artículo 118 de la Constitución es muy claro en el senti- 
do de que da amplia capacidad al Legislador, ya que hace 
referencia a «los datos e informes que estime necesarios para 
llenar su cometido». Quiere decir que es una estimación del 
Legislador que no puede pasar a través del criterio interpreta- 
tivo de un asesor, como es este caso. Entonces, si el Legisla- 
dor entiende que es una materia necesaria para llenar su come- 
tido, no es posible que se someta a un análisis ese juicio de 
necesidad que él ha planteado. 


Es muy claro que en esta disposición sólo hay una excep- 
ción y considero que es violatorio cuando un asesor dice que 
no se puede expedir por determinada razón. Expreso esto por- 
que acá se dice que no podrá ser objeto de dicho pedido lo 
relacionado con la materia de competencia jurisdiccional del 
Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo. Esta es la única excepción; por lo tanto, es imposible que 
por la vía del trámite administrativo se creen nuevas excepcio- 
nes a este pedido, estableciendo otras causales interpretativas, 
dado que aquí el único límite que tiene esta estimación del 
Legislador, es el de no poderse introducir en aspectos jurisdic- 
cionales, reitero, del Poder Judicial y del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo. 


Debo decir que esto nos preocupa como antecedente, por- 
que en el día de mañana cualquier asesor puede argumentar lo 
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que se le ocurra para dejar de contestar un pedido de informes. 
No hay ninguna norma que autorice a utilizar estos conceptos, 
que pertenecen a otra materia jurídico-constitucional, para im- 
pedir el hecho de remitir la información debida. En conse- 
cuencia, nos parece que el tema es muy claro, porque del 
propio texto resulta la invalidación del condicionamiento que 
se plantea. 


Personalmente, no me niego a que se analice la Ley 
N* 16.060, aunque lo que aquí está en juego es determi- 
nar si es posible que, frente a una única excepción se 
pueda creer, por vía administrativa, que un intérprete fun- 
cional -aunque se respete la capacidad técnica que pueda te- 
ner- pueda afectar un derecho consagrado en forma absoluta 
por el texto constitucional. Incluso, me parece menos acepta- 
ble que a través de un asesor se aconseje qué es lo que debe 
hacer el Legislador. Debo decir que esto me parece inadmisi- 
ble. Aquí dice que si se considera pertinente, se podrá solicitar 
al Juez competente que le releve de la obligación de reserva. 


Ante esto, pregunto qué norma establece que el artículo 
118 está condicionado a una obligación de reserva. Además, 
considero que no se puede admitir que el asesor diga que el 
Legislador tiene que exigir que el Juez le habilite. Quisiera 
saber dónde se establece en el artículo 118 que debe haber un 
Juez competente para habilitar el ejercicio del derecho del 
Legislador. Personalmente, considero que esto no requiere un 
mayor análisis del aspecto jurídico, porque se es muy claro y 
terminante en la fundamentación de este rechazo y en el texto 
del artículo 118. 


Personalmente, consideramos que esto es algo que se podía 
resolver ahora, en función de los datos que están en juego, a 
través de la respuesta que ha recibido el señor Senador Korze- 
niak. 


SEÑOR PEREYRA.-- Pido la palabra para referirme al tema. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: comparto los fun- 
damentos expuestos por el señor Senador Mallo y creo que el 
Senado debe ser muy sensible al planteo realizado por el señor 
Senador Korzeniak. Digo esto, porque tal como se ha señala- 
do, en el supuesto caso de que resulten afectados los fueros de 
los Legisladores que suscribieron el pedido de informes, tam- 
bién lo estarán los de todos los demás, ya que ello serviría de 
precedente para que cualquier Ministro, aconsejado por un 
asesor, calificara los pedidos de informes que los Legisladores 
realizan en el ejercicio de las funciones que les asigna la Cons- 
titución. 


El señor Senador Korzeniak ha hecho una incursión histó- 
rica y aprovecho para decir que la función de contralor por 
parte del Parlamento, es anterior a la función legislativa. Como 
sabemos, los Parlamentos nacen para controlar a los Ejecuti- 
vos, y luego van adquiriendo funciones legislativas. Por lo 
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tanto, se trata de una función fundamental, no accesoria, que 
atañe a la necesidad de que las instituciones o los órganos de 
Gobierno funcionen regularmente y a que aquellos que repre- 
sentan al pueblo, tengan oportunidad de analizar y juzgar los 
actos de Gobierno. Por lo tanto, está en juego el funciona- 
miento de instituciones y de principios que afectan el desem- 
peño de la democracia. Sin embargo, si hay Senadores que 
quieren tener a la vista el pedido de informes y todos los 
elementos de juicio referentes al tema, me parece atendible 
que lo tratemos en el día de mañana. Pienso que el tema debe 
merecer la mayor preocupación por parte del Senado, porque 
aquí está en juego algo muy importante para quienes ejerce- 
mos la función de representación popular. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En primer término, debo decir 
que los integrantes de este Cuerpo conocen al señor Ministro 
de Economía y Finanzas. Estoy seguro que no ha estado en el 
ánimo del señor Ministro retacear información y, menos aún, 
bloquear la posibilidad de control sobre un asunto que -por lo 
que entiendo, ya que no he tenido acceso directo al problema- 
se refiere a una sociedad que tuvo conocidas dificultades fi- 
nancieras. Seguramente, también todos sabemos que en el Mi- 
nisterio hay un cúmulo de trabajo y, a veces, esas cosas pasan. 
En consecuencia, creo que el pedido realizado por el señor 
Senador Ricaldoni sirve, no solamente para que todos nos in- 
terioricemos del tema, sino también para dar la oportunidad de 
que las cosas se encaminen por su cauce natural y, en caso de 
que haya habido un punto de vista diferente, se pueda corre- 
gir, incluso por parte de la propia Administración. Siento que, 
en tanto la información refiera al control del Poder Ejecutivo, 
comparto la idea de que no pueda haber límites. El único 
límite es la intimidad de las personas, tal como lo consagra la 
Constitución, aunque no es el caso. Sin embargo, hago refe- 
rencia a esto, porque tal como lo he visto en la Cámara de 
Representantes, a la que pertenezco, las potestades que a veces 
asumen los Cuerpos legislativos, llevan incluso -aunque sea a 
causa de los más loables y éticos motivos- a oradar esa barrera 
constituida, entre otras cosas, por los derechos de las personas. 
Reitero que no es este el caso. Pero vale la pena preguntarse si 
mañana podría solicitarse quiénes son los titulares de las so- 
ciedades anónimas extranjeras, propietarias de inmuebles en 
Punta del Este, para citar un ejemplo concreto. Recuerdo que, 
al respecto, el señor Ministro fue a la otra Cámara -segura- 
mente a ésta también- a dar explicaciones. En consecuencia, 
estoy seguro de que no estuvo en el ánimo del señor Ministro 
obstaculizar en forma alguna la labor de un Senador y menos 
aún del Cuerpo. Quiero decir que voy a acompañar el pedido 
del señor Senador Ricaldoni. Pienso que es necesario dar tiempo 
para ver si este tema se encamina por la vía más razonable que 
es la reversión de la situación. Reitero que considero que el 
Poder Ejecutivo -este Ministro, en particular- tiene el mejor 
ánimo a fin de resolver el problema. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Existien- 
do dos mociones, correspondería considerar, en primer térmi- 
no, la del señor Senador Korzeniak y, luego, la del señor Se- 
nador Ricaldoni. 


SEÑOR KORZENIAK.- Personalmente, ya dejé estableci- 
da una constancia en cuanto a que no me parece bien que el 
Senado continúe con temas que no son los de fondo. De todas 
maneras y en función del consenso existente en Sala, conside- 
ro que el tema se tratará en la próxima sesión y no voy a ser 
obstáculo a ello. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- En lo personal, adhiero a la tesitura del 
señor Senador Ricaldoni de que se hagan los repartidos y que 
se trate el tema en el día de mañana. Sin embargo, deseo dejar 
la constancia de que para mí los fueros son algo muy impor- 
tante como para resumirlos en la no contestación de un pedido 
de informes. En honor a la verdad, aquí se ha hablado de los 
pedidos de informes que en los diferentes Gobiernos Naciona- 
les y Departamentales no se han contestado, pero también es 
bueno señalar que la inmensa mayoría se contestan. Como es 
costumbre, lo bueno no es noticia. Nosotros, durante el Go- 
bierno pasado del Partido Nacional, formulamos pedidos de 
informes sobre los que todavía estamos esperando respuesta, 
pero la inmensa mayoría de los que hicimos con el señor Se- 
nador Dante Irurtia sí tuvieron contestación. No obstante, cuan- 
do no se nos contestaba alguno, había otro tipo de mecanismo. 
En mi modesta opinión, traer la no contestación de un pedido 
de informes a la cuestión de fueros -sé que esa no es la inten- 
ción del señor Senador que lo propone- es desmerecer por 
completo este procedimiento. Por lo tanto, repartidos al mar- 
gen, adelanto que para mí ésta no es una cuestión de fueros. 
Además, habría docenas de cuestiones de fueros al año. De la 
misma manera que son centenas los pedidos de informes que 
se contestan, podemos decir que hay una decena o una docena 
que no son respondidos, por lo que viviríamos de cuestión de 
fueros en cuestión de fueros. Reconozco que ese no es el 
espíritu que anima al señor Senador que hace el planteamien- 
to, pero quiero dejar la constancia de que para nosotros la no 
contestación de un pedido de informes de ninguna manera 
puede constituir una cuestión de fueros, sobre todo, porque sin 
quererlo desmerece una herramienta muy importante como es 
justamente el fuero parlamentario. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, quiero decir que 
no es verdad que la mayoría de los pedidos de informes se 
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contesten. Concretamente, en nuestro caso en este momento el 
70% no se han contestado. Incluso, hace unos meses el señor 
Representante Trobo hizo un relevamiento en la otra Cámara y 
había 649 que no habían sido contestados. 


En segundo término, expliqué claramente que no planteé 
una cuestión de fueros porque no se me haya contestado, sino 
porque lo que me dijeron fue que no me contestaban porque 
no tenía interés directo, personal y legítimo. Ese es el tema del 
planteo de fueros y no que no se me contestara, ya que si 
hubiera sido esto último habría pedido la reiteración. Algo 
muy distinto es que se le diga a un Legislador que no tiene 
interés directo, personal y legítimo. Es más, en estos días, 
informalmente, estuve averiguando a ciertos niveles de la Di- 
rección General Impositiva respecto a si me iban a contestar 
algunos pedidos de informes sobre unos datos que ya tengo. 
Me dijeron que no y que el Ministerio tampoco lo iba a hacer. 
Esos son temas muy fuertes, porque por cifras objetivas resul- 
ta que ciertas áreas de actividades pagan un 10% menos de lo 
que deberían pagar. 


Entonces, reitero que el problema no es que no se me 
conteste, sino que se diga que un Legislador no tiene interés 
directo, personal y legítimo. Esa es la razón por la que recurrí 
a la cuestión de fueros, aunque no estoy muy de acuerdo por- 
que para mí el tema de los fueros es otro, el que está en la 
Constitución y no en el Reglamento. Sin embargo, no tenía 
otra alternativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción del señor 
Senador Ricaldoni que incluye el repartido del pedido de in- 
formes del señor Senador Korzeniak, la contestación del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas y la moción del señor Sena- 
dor Korzeniak, así como poner a consideración este tema como 
primer punto del orden del día de la sesión de mañana. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
12) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Dése cuen- 
ta de dos notas de desistimiento. 


(Se da de la siguiente:) 
«El señor Representante Nicolini y el señor Prada 
comunican que por esta vez no aceptan la convocatoria 
de que han sido objeto.» 
-Queda convocado el señor Senador Antognazza, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo y si se encontrare en Ante- 


sala se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Antognazza) 


CAMARA DE SENADORES 


9 de Marzo de 1999 


13) PROYECTO DE DECLARACION RELACIONADO 
CON LA APROBACION POR PARTE DE LA ASAM- 
BLEA POPULAR DE CUBA DE LA LEY DE PRO- 
TECCION DE LA INDEPENDENCIA NACIONAL Y 
ECONOMICA DE CUBA 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- El Sena- 
do entra al orden del día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: «Proyecto de declaración relaciona- 
do con la aprobación por parte de la Asamblea Popular de 
Cuba, de la Ley de Protección de la Independencia Nacional y 
Económica de Cuba (Carp. N* 1334/99 - Rep. N* 823/99)». 


(Antecedentes:) 
“PROYECTO 


El Senado de la República ante la aprobación por 
parte de la Asamblea Popular de Cuba de la llamada 
«Ley de Protección de la Independencia Nacional y 
Económica de Cuba», declara: 


1) Su más profundo rechazo a la decisión adoptada 
por un órgano que no es democrático, ni represen- 
tativo y que detrás de un pomposo título esconde 
disposiciones contra las libertades de la República 
de Cuba, especialmente contra la libertad de pen- 
samiento, expresión y desplazamiento. 


2) Su solidaridad con los periodistas cubanos inde- 
pendientes, actualmente sometidos injustamente a 
los tribunales de su país, que mantienen encendida 
la llama de la libertad de opinión y de información 
dentro de la más brutal y represiva dictadura del 
continente americano. 


3) Por lo expresado precedentemente plantear en el 
Parlatino, a través de los Legisladores de la Repú- 
blica, la posible aplicación de las disposiciones per- 
tinentes del Tratado de Institucionalización del Par- 
lamento Latinoamericano, suscrito en Lima el 16 
de noviembre de 1987 (artículo V, in fine y com- 
plementarios), y del Estatuto del Parlamento Lati- 
noamericano aprobado en Cartagena de Indias el 2 
de agosto de 1991 y reformado los días 8 y 9 de 
diciembre de 1995 en San Pablo (artículo 8” y com- 
plementarios). JOSE ANDUJAR. NAHUM 
BERGSTEIN. CARLOS GARAT. GUILLERMO 
GARCIA COSTA. DANTE IRURTIA. PABLO 
MILLOR. LUIS B. POZZOLO. AMERICO RI- 
CALDONI. WILSON SANABRIA Y ORLANDO 
VIRGILI. 


SEÑOR BERGSTEIN-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR BERGSTEIN.- En primer lugar, quisiera pregun- 
tar de cuánto tiempo dispongo. 


SEÑOR SANTORO.- De 20 minutos. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Quiero expresar el motivo de la 
consulta que hace a la Mesa el señor Senador Bergstein. En la 
reunión de coordinadores que tuvimos hoy en el despacho del 
señor Presidente del Cuerpo, en principio se entendió que des- 
de el punto de vista operativo sería deseable que fueran 20 
minutos, pero reglamentariamente se creyó que a este tipo de 
cuestiones le eran aplicables las normas del Reglamento sobre 
la discusión general, o sea, treinta minutos prorrogables por 
treinta más, y no las de la discusión particular, según las cua- 
les se tendría 20 minutos improrrogables. Este tema fue discu- 
tido en el despacho del licenciado Fernández Faingold y nos 
pareció que para ordenar la exposición de todos nosotros era 
útil resolver este tema de antemano. Inicialmente, tenía una 
impresión similar a la que adelantó el señor Senador Santoro 
en cuanto a que corresponde que sean 20 minutos, pero leyen- 
do el reglamento me queda la duda. También es cierto que 
podemos ponernos todos de acuerdo en que el tema tenga una 
discusión no mayor de 20 minutos por orador, como a veces 
se ha hecho, pero la historia del planteo del señor Senador 
Bergstein es que yo, como coordinador del sector, comunique 
que esta duda no estaba resuelta. Además, creo que el señor 
Senador Sarthou, como coordinador de la Bancada del Frente 
Amplio, también iba a reflexionar sobre el tema y a hacer las 
consultas del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Como la 
Mesa entiende que el asunto no está del todo claro, vamos a 
considerarlo previamente al tratamiento de fondo. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Esto fue discutido en la reunión de 
coordinadores y, de acuerdo al Reglamento, se trata de discu- 
sión general. Por lo tanto, cada orador tendría 30 minutos 
prorrogables por 30 más. Si nos atenemos al sentido común y 
a las potestades del Senado, podemos decidir que esto se trate 
en régimen de discusión particular y que cada orador disponga 
de 20 minutos, lo que sería muy saludable para terminar con 
esta discusión, por ejemplo, antes de las elecciones internas. 
De lo contrario, con el sistema de discusión general, mucho 
me temo que esta discusión empiece en marzo y termine en 
abril o mayo. Entonces, simplemente, tenemos que decidir si 
nos atenemos a lo que señala el Reglamento sobre discusión 
general, o sea que cada orador, cada uno de los 31 integrantes 
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de este Cuerpo tiene media hora prorrogable por media más, o 
si aplicamos el régimen de discusión particular según el cual 
cada Senador tendría 20 minutos sin prórroga. Obviamente, 
esto es sin contar las alusiones, aclaraciones y aclaraciones de 
las aclaraciones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
entiende que no hubo acuerdo a nivel de la coordinación en 
cuanto al método que los señores Senadores prefieren aplicar 
para la consideración de este tema. 


SEÑOR RICALDON!I.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Como mi intervención va a ser 
muy breve, no creo que sea una infracción mayor al Regla- 
mento, aunque creo que no debería hacer uso de la palabra. 


Nosotros adelantamos que estábamos inclinados a propo- 
ner al Cuerpo, si había dudas al respecto, un tiempo máximo 
de veinte minutos por orador, por las razones que señaló en 
forma tan pintoresca el señor Senador Millor. Creo que en el 
Partido Nacional los coordinadores presentes opinaban lo mis- 
mo y no conocemos la posición de los demás, porque no con- 
currió el del Nuevo Espacio por estar en uso de licencia, y el 
señor Senador Sarthou señaló que iba a consultar al resto de su 
Bancada. 


Nuestra intención era que el tema quedara agotado en el 
día de hoy, pero el Reglamento nos crea algunas dificultades 
para ello. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- Es cierto que en la reunión de los 
coordinadores se planteó esta posibilidad y nosotros manifes- 
tamos nuestra intención de consultar a nuestra Bancada. De 
todas maneras, en el artículo 70 del Reglamento se plantea el 
principio general de que para la consideración de los asuntos 
hay una discusión general y una particular, y en el inciso final 
se establece que en caso de discusión única cada orador no 
podrá hablar más de una vez ni por más de veinte minutos. 
Como en este momento se tiende a deliberar sobre la impor- 
tancia, conveniencia o inconveniencia del asunto, me parece 
que hay una doble discusión: una sobre el aspecto general -en 
esto se parece a un proyecto de ley- y otra sobre las distintas 
disposiciones, porque pienso que inclusive puede haber quie- 
nes estén de acuerdo con algunas de ellas y no con otras. 
De manera que claramente hay una discusión de orden ge- 
neral -que equivale a lo que establece el artículo 71- y una 
discusión particular, y el tiempo máximo de 20 minutos está 
previsto en el artículo 70 solamente para el caso de discusión 
única. Por esa razón entendíamos que era aplicable el régimen 


64-C.S. 


de discusión general previsto en el artículo 71, y no la mecáni- 
ca de la discusión única, porque este es un caso similar a lo 
que sucede con el tratamiento de un proyecto de ley. 


Esta es la impresión que habíamos obtenido en el examen 
de la disposición, y a su vez nuestra Bancada había expresado 
su voluntad de que se aplicara el tiempo máximo habitual de 
una discusión general. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Pregunto 
al señor Senador Ricaldoni si está formulando moción en el 
sentido de que haya una discusión única con un tiempo máxi- 
mo de veinte minutos por orador. 


SEÑOR RICALDONTI.- Hace unos días se dijo en Sala que 
no se podía distraer la atención del Parlamento indefinidamen- 
te con estos temas, cuando había otros que se entendían como 
de mayor importancia. Creo que este asunto es de los más 
importantes que puede tratar el Senado, porque está en juego 
-desde nuestro punto de vista, por supuesto, ya que hay otras 
posiciones- la defensa de los derechos humanos y la violación 
de pactos internacionales. Pero como no queremos que se diga 
que pretendemos distraer la atención del Parlamento con te- 
mas menores mientras otros quedan indefinidamente posterga- 
dos, formulamos moción en el sentido de que, como ha ocurri- 
do otras veces en este Cuerpo, cada orador pueda intervenir 
por un máximo de veinte minutos. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Como se ha dicho, el Nuevo Espa- 
cio no participó en la reunión de coordinación, pero adelanto 
que no tengo inconveniente en adherir al criterio de que se 
establezca un tiempo máximo de veinte minutos por orador. 
Indudablemente que el tema da para mucho más, pero desde 
nuestro punto vista es una cuestión importante, pero no priori- 
taria. El Senado tiene muchos otros puntos realmente trascen- 
dentes para considerar, por lo cual me parece razonable esta- 
blecer este límite. Por mi parte, me atendré a ese máximo, 
aunque no se establezca un tope. 


SEÑOR MILLOR .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Quiero hacer una aclaración que, en el 
caso nuestro, es de principios. 


En esta situación concreta, por las circunstancias que se 
viven, soy partidario de que se aplique un régimen de discu- 
sión en el que cada orador disponga de veinte minutos para 
hablar, pero solamente en el caso de que exista unanimidad 
del Cuerpo en ese sentido, porque lo que dice el Reglamento 
es lo que ha señalado el señor Senador Sarthou: un límite de 
media hora con una prórroga de otros treinta minutos. Si una 
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mayoría, por más importante que fuese, impusiera una limita- 
ción en el tiempo para expresarse sobre este tema no querido 
por una minoría, se estaría sentando un precedente espantoso, 
que no estoy dispuesto a dejar establecido. 


Insisto en que si todos los señores Senadores están de acuer- 
do en que se establezca un tiempo máximo de veinte minutos 
por orador, vamos a acompañar la moción, pero si por lo 
menos uno no comparte esta propuesta, no la vamos a votar. 
No queremos sentar el precedente de que una mayoría cir- 
cunstancial -que en este caso concreto, al menos filosófica- 
mente contaría con nuestro voto- coartara la libre expresión de 
las minorías respecto a temas que éstas consideran importan- 
tes. 


Por lo tanto, antes de votar consulto formalmente al Frente 
Amplio si está dispuesto a aceptar este tiempo máximo, si 
prefiere el régimen de discusión general o si solicita un cuarto 
intermedio para resolverlo. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Creo que la intervención del señor 
Senador Millor ha sido muy acertada, porque en mi criterio, 
para apartarnos del Reglamento debemos tener la opinión uná- 
nime del Senado. De lo contrario, se va a sentar un precedente 
y mañana, por un voto de diferencia, se va a poder desviar la 
intención de las disposiciones reglamentarias. Por lo tanto, si 
no hay unanimidad, hay que seguir el procedimiento regla- 
mentario. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Como explicaba el señor Senador 
Ricaldoni y luego el señor Senador Sarthou, en la reunión de 
coordinación se propuso esta medida de establecer un tiempo 
máximo de veinte minutos por orador y los miembros de esa 
coordinación quedaron en consultar a las Bancadas. 


La Bancada del Frente Amplio se reunió antes del inicio de 
esta sesión y resolvió no acompañar un cambio de la disposi- 
ción reglamentaria. De manera que no tenemos otra alternati- 
va, a menos que hiciéramos un cuarto intermedio y resolviéra- 
mos modificar esa resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Consulto 
al señor Senador Ricaldoni si mantiene su moción o nos atene- 
mos a la interpretación que plantean los señores Senadores 
Millor y Pereyra. 


SEÑOR RICALDONI.- Adhiero plenamente a lo expresa- 
do por los señores Senadores Millor y Pereyra, pero va a que- 
dar claro que no somos nosotros los impulsores de un debate 
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que se va a extender, sin duda, más allá de la sesión del día de 
hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- En conse- 
cuencia, entramos a discutir este tema en régimen de discusión 
general, con un tiempo máximo de treinta minutos para cada 
orador. 


Tiene la palabra el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En lo que nos es personal vamos a 
intentar no agotar el tiempo de que disponemos, aun cuando 
creemos que el tema que tenemos en consideración no sola- 
mente es importante -como ya se ha dicho- sino que, por las 
facetas que involucra, es de capital importancia para este Cuer- 


po. 


Por otra parte, nos parece que el Senado uruguayo tiene 
holgadas credenciales morales para, en primer término, inten- 
tar ayudar de alguna manera a cuatro periodistas cubanos so- 
metidos a juicio y expuestos a severísimas penas. En segundo 
lugar, el Senado uruguayo tiene la competencia jurídica e in- 
cluso el derecho y el deber de intentar poner en juego meca- 
nismos previstos en el Tratado de Institucionalización del Par- 
latino así como en su Estatuto y Reglamento que, en su opor- 
tunidad, nuestro país firmó y ratificó. En modo alguno esto es 
una interferencia con la formulación y ejecución de la política 
exterior del país, que está a cargo del Poder Ejecutivo y menos 
aún con principios de no intervención. Debe quedar claro que 
las relaciones internacionales entre los países se forjan de dife- 
rentes maneras, con sus relaciones culturales, comerciales, tu- 
rísticas, con el conocimiento de la gente y también con su 
integración a nivel parlamentario. Precisamente, cuando se fir- 
mó el Tratado o el Estatuto que institucionalizó el Parlatino, se 
estaba regularizando una situación que existía de hecho desde 
hacía muchos años, por lo cual se entendió que la vinculación 
entre Parlamentos era un instrumento de integración y, ade- 
más, así se establece a texto expreso cuando se dice que entre 
los principios y propósitos del Estatuto del Parlatino está el 
fortalecimiento democrático y la defensa de los derechos hu- 
manos. Todo esto es tarea prioritaria de un Parlamento demo- 
crático en el sentido, desde luego, que nosotros le atribuimos 
al término «democrático». Asimismo, en una resolución del 
Congreso de Viena de la Unión Interparlamentaria Mundial 
que tuvo lugar hace pocas semanas, se estableció como obli- 
gación de los Parlamentos el monitoreo nacional e internacio- 
nal de la vigencia de los derechos humanos. Entonces, para 
poder abarcar ese tema en un nivel de respeto, objetividad y 
seriedad, es bueno que no haya subestimaciones de ninguna 
especie y que abordemos la temática con la mente abierta. En 
consecuencia, queremos decir que el hecho de que haya un 
relacionamiento internacional a través de los Parlamentos no 
interfiere con la formulación de la política exterior por parte 
del Poder Ejecutivo y que el Tratado del Parlatino -segura- 
mente otros señores Senadores se van a referir a esto- en su 
Estatuto prevé mecanismos como el de la suspensión de un 
Parlamento cuando vulnera esos principios. En aras de la bre- 
vedad no vamos a leer esas disposiciones, pero si fuera nece- 
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sario, en el correr del debate con mucho gusto lo haríamos 
porque disponemos de toda la documentación que se requiere 
para ello. 


En definitiva, es en base a esos dos objetivos -es decir el 
de ayudar a periodistas que están en una situación muy grave 
desde el punto de vista del sistema legal de su país y el de 
poner en juego mecanismos previstos en el Tratado del Parla- 
tino- que la Bancada del Partido Colorado propone una decla- 
ración de solidaridad con estos cuatro periodistas, que a los 
ojos de ningún demócrata, como lo vamos a ver en los próxi- 
mos minutos, cometieron algo parecido a lo que podríamos 
denominar como delito. Consecuentemente, todo el sistema 
penal cubano justifica con creces la iniciación de los procedi- 
mientos que prevé el Estatuto del Parlatino para promover la 
suspensión del Parlamento cubano hasta que esta situación se 
subsane, por disposición del propio gobierno y de las propias 
instituciones de la República de Cuba. 


Como sabemos, todo sistema penal es la frontera y la sal- 
vaguardia de los derechos humanos. El sistema penal agrede 
los derechos humanos y al mismo tiempo los protege; en prin- 
cipio los agrede con la imposición de las penas, que en el 
Código Penal cubano se llaman sanciones, quizás por resabio 
de esa concepción de defensa social, ya que el anterior Código 
cubano, precisamente, se llamaba Código de la Defensa So- 
cial. Al mismo tiempo, el sistema penal establece la salvaguar- 
dia de los derechos humanos, siendo también la salvaguardia 
de la legalidad tal como nosotros la concebimos. El principio 
cardinal del Derecho Penal Liberal establecido en el artículo 
1? de nuestro Código determina que sólo es delito aquello que 
la ley establece como delito y la ley lo define con la mayor 
precisión para dar seguridad. En el sistema penal cubano todos 
los derechos y todas las libertades del individuo son concesio- 
nes del poder estatal, que es el que de hecho resuelve acerca 
de su vigencia. De tal modo es así, que su ejercicio queda 
limitado por los fines que el mismo Poder señala. En el siste- 
ma penal cubano el individuo se halla supeditado al Estado, el 
Estado se halla supeditado al Partido y los interés colectivos se 
juzgan más valiosos que los individuales. Expreso esto, señor 
Presidente, de la manera más telegráfica posible. El primer 
artículo del Código Penal cubano dice que su objetivo es pro- 
teger, entre otros, el orden social, político y económico y el 
régimen estatal. A esos efectos, determina cuáles actos social- 
mente peligrosos son constitutivos de delitos y cuáles conduc- 
tas constituyen índices de peligrosidad, por supuesto, a la luz 
de esos objetivos. De ahí que todos los fines que propone el 
Código Penal están al servicio de la orientación política y del 
régimen que allí rige. Entonces, a ninguno le puede extrañar 
que la medida de la sanción que impone un tribunal dentro de 
los límites legales que establecen las disposiciones del Código 
no es como entre nosotros, donde el juez individualiza la pena 
dentro de los guarismos mínimo-máximo, en función de las 
circunstancias del delito, de los atenuantes y de los agravantes. 
Allí, la individualización de la pena está determinada -y en 
este sentido cito expresamente el artículo 47.1 del Código Pe- 
nal cubano- por la conciencia jurídica socialista. ¿Quién deter- 
mina qué es la conciencia jurídica socialista y dónde está la 
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certeza del Derecho Penal? Tampoco puede extrañarnos que 
se considere estado peligroso la proclividad para cometer deli- 
tos demostrada por una conducta en contradicción con las nor- 
mas de la moral socialista, tal como figura en el artículo 72. 
Ante esto nos preguntamos qué es la moral socialista y quién 
determina si se han violado sus normas. Asimismo, se consi- 
dera estado peligroso -en esa breve sinopsis que queremos 
hacer- no sólo la conducta «antisocial», sino también al enaje- 
nado o retardado mental. En este sentido, no puedo resistir la 
tentación de traer a colación la asociación de ideas que esto 
nos inspira, cuando recordamos que en la Unión Soviética los 
disidentes eran sometidos a tratamiento psiquiátrico. En Cuba 
también los enfermos mentales pueden quedar internados con 
una serie de medidas de seguridad predelictivas y postdelicti- 
vas, por un largo tiempo. Y por si todavía algo quedara afuera, 
hay un capítulo en el Código Penal cubano que se llama ad- 
vertencia oficial, que se aplica a quien tenga relaciones poten- 
cialmente peligrosas para el orden social y político del Estado 
socialista. Estas citas que estoy haciendo son casi textuales, y 
digo casi porque trato de resumir, y a lo mejor, no son del 
todo exactas. Las medidas de seguridad que se imponen a las 
personas peligrosas comprenden la internación, la vigilancia 
por parte de la policía nacional revolucionaria, etcétera. En 
fin, podríamos extendernos sobre una amplia gama de delitos 
tipificados -para decirlo de alguna manera- en el Código; me 
refiero, por ejemplo, a los delitos de propaganda enemiga que 
incluyen, entre otros, los de difundir predicciones que pueden 
causar descontento en la población. 


Podríamos referirnos, también, a las modalidades del terro- 
rismo, pues en el capítulo que incluye estos delitos, tenemos 
una gama amplísima de conductas que, además, siempre ter- 
minan siendo algo así como un delito residual. Precisamente, 
se trata de un conjunto de disposiciones muy extensas, que no 
reflejan la técnica de los códigos penales a la que estamos 
habituados; dicho de otro modo, cada artículo contiene hipóte- 
sis y subhipótesis, distintas modalidades delictivas, y a esto se 
suma el hecho de que para quien pudiera quedar afuera existe 
una especie de barredora que hace que queden incluidos den- 
tro de esa disposición. 


Si bien podemos decir que en el Código Penal cubano, 
además de las leyes que se sancionaron ahora, existen 29 deli- 
tos que tienen pena de muerte o sanciones alternativas, en 
realidad, debemos reconocer que los delitos, sumando las di- 
versas hipótesis delictivas con pena de muerte en Cuba, en el 
momento actual son aproximadamente 50. 


Obsérvese que dentro del terrorismo -delito que puede te- 
ner pena de muerte- por ejemplo, se considera tal atentar con- 
tra la vida, la libertad, la integridad corporal y la seguridad 
personal de un dirigente -aclaro que no lo cito en el orden que 
figura en el Código- del Estado o del Gobierno, pero no sólo 
eso, sino también atentar contra sus bienes es un delito que 
puede llegar a ser penado con pena de muerte, en el caso de 
que los medios de destrucción sean de especial gravedad, o 
sea, si se producen graves perjuicios. Sin embargo, esta dispo- 
sición no solamente alcanza cuando se atenta contra un diri- 
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gente del Estado o del Gobierno, sino también cuando se aten- 
ta contra el dirigente del Partido Comunista. Cabe aclarar que 
en el texto del Código Penal cubano está mencionado primero 
el dirigente del Partido Comunista y luego el dirigente del 
Estado o del Gobierno. 


Se habla, primero, del dirigente del Partido Comunista, 
pero ¿quién es el dirigente? No vamos a extrapolar la termino- 
logía que usamos en el Partido Colorado y debo confesar que 
a estas horas tampoco sé quién es dirigente y quién no en 
nuestro Partido. Sin embargo, esta imprecisión no tiene alcan- 
ces penales. 


De modo que quien atenta contra el dirigente del Partido 
Comunista puede incurrir en la pena de muerte; e incluso, 
quien atenta contra los bienes de un dirigente del Partido Co- 
munista, utilizando medios de excepcional gravedad -como 
ser explosivos o provocar un daño como, por ejemplo, el in- 
cendio de un auto- se expone a la pena de muerte. Pero eso no 
es todo, señor Presidente, también se considera delito el aten- 
tado contra los familiares de ese dirigente. 


Estas son disposiciones vigentes en el Código Penal cuba- 
no. Observo una expresión de sorpresa en algunos señores 
Senadores y es la misma sorpresa que sentimos cuando leímos 
esas disposiciones. 


Podríamos extendernos sobre muchos otros delitos como, 
por ejemplo, el abuso de la libertad de culto, el de hacer una 
publicación o distribuirla sin pie de imprenta, pero hay uno 
que si no fuera trágico sería folclórico. Me refiero al artículo 
214 que dice que el que porte o tenga en su poder un puñal, 
una navaja, un punzón, un cuchillo o cualquier otro instru- 
mento cortante, punzante o contundente, cuando la circunstan- 
cia de ocupación evidencie que está destinado a la función de 
un delito o aunque no sea para cometer un delito como podría 
ser que lo lleve en situaciones que permitan presumir que va a 
realizar cualquier acto antisocial -ya ni de delito estamos ha- 
blando- tiene una pena de privación de libertad, además de la 
muerte. Esta pena se aplica, repito, por el sólo hecho de llevar 
un punzón, un cuchillo, una navaja, tal como lo expresa el 
artículo 214. 


En ese contexto y cuando nada nos permitía preverlo, se 
han sancionado dos nuevas leyes en Cuba; no una, sino dos. 
Decimos cuando nada nos permitía preverlo, porque la situa- 
ción política internacional, las nuevas disposiciones que en 
materia económica ha dispuesto el Gobierno cubano para la 
atracción de la inversión extranjera y la visita del Papa, hizo 
alentar esperanzas a mucha gente -entre quienes, debemos con- 
fesarlo, nos contamos- en el sentido de que por la vía del 
diálogo y el acercamiento se iba a obtener la democratización 
del régimen cubano o el pleno respeto de los derechos huma- 
nos. 


Repito: en ese contexto se sancionaron dos leyes. Una de 
ellas, de la que no se ha hablado mucho, agrega la pena de 
privación perpetua de libertad -que no estaba prevista en el 
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Código Penal- suprime los beneficios de libertad condicional a 
las personas a las que se impone esa pena y lleva la privación 
de libertad a un máximo de 30 años. Ese máximo antes era de 
20 años y de 30 años solamente si había pena alternativa de 
muerte. Además, ese período de 30 años, el tribunal lo puede 
extender sin límite en varios casos. 


Esta nueva ley agrega todo un capítulo denominado delitos 
contra el normal tráfico migratorio, referente a los que propor- 
cionan los medios para que la gente se vaya ilegalmente del 
país y, por supuesto, a los que efectivamente se van. Me estoy 
refiriendo, entonces, a un capítulo que no existía, de una ley 
sancionada por la Asamblea Popular de Cuba el día 15 de 
febrero. 


Luego está la ley que ha provocado los comentarios que se 
han hecho públicos en estos días. Me refiero a la ley que se ha 
dado en llamar de protección de la independencia nacional y 
la economía, que habla de la sanción a aquellos hechos enca- 
minados a apoyar, facilitar o colaborar con los propósitos de 
la Ley Helms-Burton. Pero esta ley no incluye solamente estos 
puntos, pues también contiene penas severísimas que se apli- 
can a quienes colaboren en medidas de bloqueo, guerra econó- 
mica y subversión, así como otras medidas similares que la ley 
no especifica, encaminadas a menoscabar, dañar o poner en 
peligro la independencia, la soberanía, la integridad del Estado 
cubano -hasta aquí creo que podría ser correcto- pero también 
sus fundamentos económicos, sociales y políticos consagrados 
en la Constitución. 


Esta ley prevé, asimismo, una serie de conductas y de san- 
ciones sumamente graves. En este punto al parecer hay un 
juego de disposiciones, que hay que combinar con todo el 
sistema penal, en el que una norma lleva a la otra y ésta a otra, 
pues cuando dice que no obstante lo dispuesto en el artículo 
tal a los cómplices de delitos se les aplica las mismas penas 
que a los autores del delito, resulta que el concepto de cómpli- 
ces no es el mismo que en nuestro Derecho, sino que son los 
cómplices a los que se refiere, si no me equivoco, el artículo 
18 del Código Penal cubano. Según esta disposición se consi- 
dera cómplices a quienes ayuden a quienes incurran en esa 
conducta y quienes faciliten a los que ayudan, y los que ayu- 
den a los que facilitan a los que ayudan. A mi entender esta es 
una manera de ir amplificando los destinatarios de esta ley. 


Todas esta leyes que se han incluido en el Código Penal 
cubano conforman, desde el punto de vista del sistema penal, 
un panorama realmente inquietante. En ese escenario se inser- 
ta el hecho que involucra a estos cuatro periodistas, a quienes 
se les está imputando un delito muy grave. Llegado a este 
punto, corresponde detenernos un instante para analizar cuál 
es el delito que se les imputa, cuáles son las penas a las que se 
exponen y qué es lo que hicieron. 


Lo primero que cabe es preguntarse qué significa incitar a 
la sedición y también qué es sedición. En el Uruguay, en nues- 
tro Código Penal, existe también el delito de sedición. Pero, 
¿qué se dice sobre él en nuestro país? Que se trata de aquella 
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conducta que impida frontalmente a los Poderes del Estado el 
libre ejercicio de sus funciones; se trata apenas de un matiz 
menos que la rebelión. Después de la rebelión, en orden decre- 
ciente en lo que refiere a la gravedad, viene la sedición; luego 
estaría el motín, la asonada, etcétera. Estamos hablando de 
delitos contra el orden interno. 


En Cuba la sedición está definida en el artículo 100 -digo 
el número de la disposición solamente para facilitar el segui- 
miento, si alguien posee el texto- que establece: «Los que 
tumultariamente y mediante concierto expreso o tácito, em- 
pleando violencia, perturben el orden socialista o la celebra- 
ción de elecciones o referendos» -hasta aquí, en mi opinión, 
vamos más o menos bien- «o impidan el cumplimiento de 
alguna sentencia, disposición legal o medida dictada por el 
Gobierno o por una autoridad civil o militar en el ejercicio de 
sus respectivas funciones, o rehúsen obedecerlas, o realicen 
exigencias a esas autoridades, o se resistan a cumplir sus debe- 
res, son sancionados con privación de libertad de diez a veinte 
años o muerte si el delito se comete en situación de guerra o 
que afecte la seguridad del Estado o durante grave alteración 
del orden público o en zona militar». 


Luego hay otras hipótesis porque, como decíamos antes, 
cada delito encara una cantidad muy extensa de modalidades 
delictivas. 


Quiere decir que el delito de sedición, en alguna de sus 
modalidades, si se hace en situación de guerra -que no es el 
caso- o que afecte la seguridad del Estado -tampoco creemos 
que sea este el caso- o durante grave alteración del orden 
público -porque quizás se entienda que las conductas que se 
les imputa a esos periodistas tienden a alterar el orden públi- 
co- y puede significar penas muy graves. 


Además, cabe la interrogante -nosotros así lo creemos- de 
si la incitación de la sedición no tiene la misma pena que la 
sedición. Entrar en una discusión técnica sobre eso sería algo 
complejo, porque haciendo el análisis de algunas disposicio- 
nes de la parte general del Código Penal, encontramos normas 
que en ese sentido son contradictorias. 


A esos cuatro periodistas se les está imputando el delito 
gravísimo de incitación a la sedición, de acuerdo con lo que 
señala «Granma», que es nuestra única fuente de información 
sobre el particular. Entonces, tenemos que dedicar aunque sea 
unos pocos minutos para ver qué es lo que han hecho estas 
personas para merecer eventualmente sanciones tan graves. 


La primera imputación que se les hace es una carta que han 
enviado a los empresarios extranjeros diciendo que en un pla- 
zo que cada vez se hace más corto -esto último aparece entre 
comillas- ocurrirá una transición hacia la democracia en su 
país. Y eso aconseja que se adopten medidas que eviten que la 
inversión actual de capitales pueda ser valorada, en ese futuro 
cercano, como una forma de complicidad en el ocasionamien- 
to de los males que padece la sufrida población cubana. Quie- 
re decir que ellos, en una carta a los empresarios, no les han 
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dicho que no inviertan en Cuba, sino que eviten que la inver- 
sión pueda ser valorada como una forma de complicidad con 
los males que sufre la población cubana. 


La segunda acusación que se les hace tiene que ver con las 
remesas que los exiliados cubanos hacen a sus familiares que 
siguen viviendo en Cuba. Dice: «Pretendemos pronunciarnos 
sobre la incidencia que esas remesas pueden tener en el acalla- 
miento de las voces de muchos que dentro de la patria están en 
desacuerdo con el régimen comunista. En la generalidad de 
los casos, la ayuda es enviada por personas que se exiliaron 
por oponerse al sistema y los que las reciben aquí tienen crite- 
rios similares. Sin embargo, el hecho de obtener esos ingresos 
adicionales ha conducido en la práctica a que muchos de esos 
últimos adopten una postura de aparente indiferencia frente a 
la crisis nacional. Ante esa realidad, queremos dirigirnos a los 
que a pesar de las críticas apoyan a sus seres queridos que 
residen en el país. Llamamos su atención sobre el hecho de 
que si junto con el dinero enviaran firmes exhortaciones a que 
los destinatarios se incorporen a la lucha pacífica por el cam- 
bio, ello se traduciría en un aumento dramático de los que en 
Cuba han emprendido ese camino». 


Insisto en el hecho de que ellos no están diciendo que no 
les manden las remesas a los familiares, sino que piden que, 
además, de las mismas, los exhorten a que se incorporen a la 
lucha pacífica por el cambio del sistema político que hay en el 
país. 


La tercera imputación que se hace a esos periodistas es 
para que la gente que envíe remesas a los familiares que que- 
daron en Cuba, les pidan que utilicen la abstención para acele- 
rar el proceso de democratización. Es decir que los presionen 
con el problema del envío de las remesas: «si yo te estoy 
enviando dinero, tú estás mejor que los demás, haz algo por- 
que esto cambie». Y es muy fácil abstenerse: no ir a votar. 
Pero como hay quienes temen no ir a votar, les proponen que, 
si no quieren abstenerse, voten en blanco, si bien sostienen en 
la carta que les atribuye «Granma», que sería mejor no votar; 
en todo caso, que vayan a votar y anulen su boleta escribiendo 
la palabra «No», aun cuando, según ese extracto de la carta, 
tienen la fundada prevención de que parte de esos votos nulos 
puedan ser alterados o manipulados, cosa que no se podría 
hacer en un caso de abstención. 


Otra acusación que se les hace es que fueron invitados por 
el Embajador Groth, que es el relator especial que en temas 
cubanos tiene Estados Unidos en la Comisión de Derechos 
Humanos de Ginebra. Se trataría de la invitación que le hizo a 
uno de los acusados, el señor Roca -dicho sea de paso su 
padre fue uno de los grandes héroes comunistas de Cuba, Blas 
Roca- quien es, precisamente, Presidente del Partido Social 
Demócrata de Cuba. Nadie puede pensar que se le pueda atri- 
buir el carácter de una persona reaccionaria, contrarrevolucio- 
naria o como se le quiera llamar. El fue invitado por el Emba- 
jador para visitarlo en Nueva York. Como no lo dice «Gran- 
ma», supongo que no fue aceptada la invitación. 
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SEÑOR POZZOLO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR POZZOLO.- Creo que es un hecho inédito que 
una exposición demoledora como la que está realizando el 
señor Senador Bergstein haya motivado que toda la Bancada 
del Frente Amplio se haya retirado de Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Lamentamos profundamente que 
los señores Senadores del Frente Amplio se hayan retirado de 
Sala, no sólo porque nuestra exposición es respetuosa, como 
no podía ser de otro modo, sino también porque intentamos no 
perder la objetividad, y creemos que hay aspectos en los que 
todos los Senadores, cualquiera sea la filiación política, esta- 
mos necesariamente de acuerdo. 


El principal de los cuatro periodistas acusados es Vladimir 
Roca, el hijo del héroe comunista de Cuba, Blas Roca; perso- 
nalmente, conjeturo que el padre le puso ese nombre de pila 
como homenaje a Lenin. 


SEÑOR RICALDONTL.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Solicito que se prorrogue el tiem- 
po de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En la casa de Roca encontraron 
-«Granma» extracta párrafos de la acusación, por lo que tengo 
que suponer que lo que incluye en su extensísimo artículo son 
los casos más graves- entre otras cosas, una gorra y un pullo- 
ver con la insignia del Movimiento Democracia, que consti- 
tuían un recuerdo que le dejara un viejo terrorista llamado Ra- 
món Saúl Sánchez -francamente no sé quién es- de quien se 
dice tenía 24 años. En todo caso, no se trataría de un «viejo» 
terrorista. Después de mencionar la gorra y el pullover del Mo- 
vimiento Democracia, el acta de acusación se ocupa de todo lo 
que hizo Ramón Saúl Sánchez, que no es uno de los procesados 
ni está sometido a juicio, por lo que hago gracia de ello. 
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En la última de las acusaciones consta que el 3 de junio de 
1997 llegó a Cuba el Jefe de la Oficina de Asuntos Cubanos 
del Departamento de Estado, Michael Ranneberger, quien lue- 
go de obtener las entrevistas pertinentes con las autoridades 
del Partido de Gobierno Cubano se reunió con los procesados. 


Para nosotros es algo muy común que cuando llega un alto 
dignatario extranjero, en primer término se reúna con las auto- 
ridades de gobierno, el Poder Legislativo y también con los 
líderes de la oposición. Sin embargo, el hecho de que esta 
autoridad sostuviera encuentros o reuniones con los procesa- 
dos -parece que una de ellas duró alrededor de dos horas- 
configura una incitación a la sedición. 


Hay otros temas, como por ejemplo el que habla de más de 
diez fotocopias que se sacaron de un documento impreso por 
otro. Pero quisiera finalizar aquí porque si no sería algo inter- 
minable. El artículo de «Granma» finaliza diciendo que los 
que tan repugnantemente han actuado al servicio de la poten- 
cia que agrede a nuestra patria, más que violadores de uno o 
varios artículos del Código Penal, son verdaderos traidores a 
la nación, a su pueblo y a sus valores; son mercenarios que 
por treinta monedas se venden a los que nos bloquean y desde 
hace cuarenta años nos hostigan y agreden. Agrega que si 
hubiese estado vigente en los días en que se cometieron seme- 
jantes fechorías, la ley recientemente aprobada por la Asam- 
blea Nacional del Poder Popular -se trata de la iniciativa que 
mencionábamos antes y que se llama Ley de Protección de la 
Independencia Nacional y la Economía de Cuba- sólo por una 
fracción de lo que han hecho como cómplices de la subversión 
económica, seguramente la Fiscalía habría pedido penas más 
severas para acciones tan infames, continuadas y reincidentes. 
También señala que esos son los «disidentes» -dicho esto en- 
tre comillas- para los cuales el Congreso de los Estados Uni- 
dos acaba de aprobar por lo menos U$S 2:000.000 y después 
los llamarán presos de conciencia. 


Para finalizar, pensamos que si esto lo dice el órgano ofi- 
cial del Partido Comunista y extrae seguramente lo más grave 
-porque hay puntos suspensivos entre muchos de los párrafos- 
para conocimiento de la opinión pública cubana -la cual, dicho 
sea de paso y según consta en un despacho de REUTER, hasta 
que no se publicó ese artículo el jueves pasado, no sabía de la 
existencia del juicio- si estos son los elementos de la brillante 
acusación del fiscal, nosotros tememos mucho por lo que pue- 
da pasar con estos periodistas. 


Asimismo, entendemos que es necesario extremar nuestros 
esfuerzos para hacerles llegar nuestra solidaridad, como dice 
la moción que hemos presentado, y para ayudar en la medida 
de lo que esté a nuestro alcance, a fin de que sean absueltos de 
toda responsabilidad penal. En ningún país del mundo, donde 
las palabras democracia, libertad y solidaridad tienen algún 
sentido, lo que ellos hayan hecho es nada parecido a un delito. 


Como moraleja de todo esto, podemos recordar lo que hace 
poco señaló Sábato en su libro de memorias, que se titula 
«Antes del Fin», editado hace pocos días. Allí hace referencia 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-69 


al viaje en el que él se dirigía a Moscú y se desvió para 
esconderse en París. El había sostenido públicamente que la 
dialéctica se puede aplicar a los acontecimientos del espíritu, 
pero no a los hechos de la naturaleza, y eso entraba en flagran- 
te contradicción con la ortodoxia marxista; es así que el comu- 
nista Sábato tuvo el suficiente instinto de supervivencia para 
bajarse del tren y quedarse en París. Ernesto Sábato afirma 
que la conclusión a la que llegó es que no hay diferencias 
entre dictaduras buenas y malas. Agrega que todas las dictadu- 
ras son un atentado a la dignidad humana; no hay Fidel Castro 
por un lado y Pinochet por el otro; o son dictaduras o no son 
dictaduras, y todas por igual son abominables, y todas por 
igual atentan contra la dignidad humana. 


En consecuencia, no sé qué espera el Parlatino para aplicar 
las disposiciones que contiene su Tratado, que son muy claras, 
y qué esperamos nosotros para poner en práctica esos meca- 
nismos que, a nuestro juicio, exigen cinco Parlamentos para 
promover un procedimiento dentro del Parlatino, donde el Par- 
lamento cubano tendrá la oportunidad de hacerse oír y formu- 
lar sus descargos antes de que se llegue a la sanción, que es la 
suspensión hasta que este sistema penal sea erradicado. El día 
en que el sistema penal cubano sea sustancialmente modifica- 
do, será el día en que cambiará el régimen en Cuba. No digo 
esto por la deformación profesional del penalista, sino porque 
el sistema penal es el barómetro inconfundible e inequívoco 
del grado en que se respetan las libertades fundamentales del 
hombre. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: trataremos de re- 
ferirnos en un tiempo que estimamos breve, al proyecto de 
resolución que oportunamente fue presentado al Senado, para 
proceder a plantear en el Parlatino por intermedio de los seño- 
res Legisladores de la República, la posible aplicación de dis- 
posiciones pertinentes al Tratado y al Estatuto de dicho Parla- 
mento. Decimos que nos vamos a referir específicamente al 
proyecto en estudio porque consideramos que más allá de in- 
cursionar en el análisis de la actual legislación penal y de 
incursionar en el estudio del régimen político que hace tantos 
años tiene Cuba, creemos que lo que corresponde en este mo- 
mento es fijar con precisión cuáles son las posibilidades y 
potestades del Parlamento uruguayo -y en este caso del Sena- 
do- para proceder a presentar y a aprobar si resulta votado, un 
proyecto de resolución como el que estamos analizando. 


Comenzamos por decir que del régimen cubano tuvimos 
siempre, desde que comenzó, una opinión muy firme en el 
sentido de que no se encaminaba en el rumbo de la democra- 
cia tradicional y en ese aspecto nunca procedimos a firmar 
ninguna adhesión al régimen y a su revolución. Cuando ésta 
ocurrió en el Uruguay se generó una corriente muy amplia de 
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simpatía por la circunstancia de que un pequeño país se levan- 
tara primero contra un sistema de dictadura, como fue el de 
Batista, y luego mantuviera una firme posición frente a la gran 
nación de los Estados Unidos de América, frente al imperio, 
como se dice normalmente. Eso generó una corriente muy 
favorable por el aspecto emocional y por la posibilidad de dar 
amplitud al espíritu de rebeldía que es propio de los ciudada- 
nos que tienen firme convencimiento y convicción en lo que 
hace a la democracia, al sistema republicano, a los derechos 
humanos, es decir, a lo esencial del individuo para que pueda 
ejercer su libertad. 


No vamos a incursionar en el análisis de la legislación 
cubana, ni tampoco en su régimen porque lo conocemos y 
tenemos un concepto definido. Por esa razón vamos a ocupar- 
nos en forma específica del proyecto de resolución. 


En ese sentido, decimos que este tema nos lleva a tiempos 
que creíamos totalmente superados en el país. A raíz del epi- 
sodio sucedido con los periodistas o ciudadanos cubanos que 
están sometidos a juicio y de la circunstancia de que en Cuba 
se haya votado una Ley de Protección de la Independencia 
Nacional y de su Economía, los principios permanentes de 
valor absoluto -es decir, los que comprenden conceptos de 
soberanía, de independencia, que hacen a la autodetermina- 
ción de los pueblos y el principio de no intervención- podrían 
aparecer como envejecidos con ciertos aspectos de deterioro, 
porque ahora los problemas que se generan a raíz de la actitud 
del Gobierno de Cuba y sus disposiciones parecería que están 
fuera de la realidad y de la vigencia de esos principios, de esos 
postulados, de esos verdaderos valores que a pesar del tiempo 
jamás pueden desaparecer ni verse disminuidos en su alcance 
y significación. 


Creemos que debemos hacer una especie, no digo de salva- 
taje, pero sí tratar de recuperarlos -si así lo considera el Parla- 
mento- de la realidad histórica de América y fundamentalmen- 
te del Uruguay. En ese aspecto decimos que corresponde seña- 
lar con énfasis que lo que tiene que ver con la soberanía de los 
países es un valor que no puede jamás ser disminuido por 
ninguno de los Tratados, ni por ninguna de las resoluciones de 
carácter político que se puedan adoptar. Ese principio es esen- 
cial porque la soberanía es una especie de voluntad, que tal 
como se dijo en la Constitución francesa de 1791, es indivisi- 
ble e inalienable y por ser una voluntad es una energía en 
estado potencial con el carácter de propio y exclusivo de no 
ser impulsada más que por sí misma. Pienso que debemos 
mantener ese concepto de soberanía en forma plena, amplia, 
firme y definida; de ninguna manera, por ninguna circunstan- 
cia podemos verlo disminuido en su alcance y en su significa- 
ción. El concepto de soberanía emerge del de nación y éste es 
básico en lo que tiene que ver con la conformación de cada 
una de ellas, en la condición de que posteriormente es el país, 
el Estado y el Gobierno. Entonces, consideramos que nación y 
soberanía son elementos de significación esencial y junto a 
ellos, los principios de no intervención y autodeterminación. 
Posiblemente, lo que estamos diciendo aquí puede resonar como 
cosa del pasado o antiguo. Sin embargo, para nosotros tiene la 
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frescura de lo actual porque nacimos a la vida política cuando 
en Uruguay se pretendían instaurar bases militares con la cla- 
rinada muy llamativa, muy entusiasta de defender la democra- 
cia, pero que naturalmente implicaba el establecer bases de la 
potencia, del imperio en el Uruguay. En ese aspecto, nos bau- 
tizamos en lo que tiene que ver con la defensa de la soberanía 
y en una definición muy clara de no intervención y de autode- 
terminación de los pueblos. 


En este momento estamos abocados al tema de los ciuda- 
danos cubanos sometidos a juicio por delitos de conciencia o 
de opinión en una situación que no nos sorprende porque ya 
conocemos cómo actúa la justicia de aquel país. ¿Podríamos 
decir que es producto de la ley que Cuba acaba de aprobar 
que, como dijimos, es de protección -según su denominación- 
a la independencia nacional y a su economía? Pero antes fue la 
defensa de América frente a los países de Europa; me refiero a 
la doctrina Monroe. Después, en 1945 se cambió en Chapulte- 
pec, en México, en aquella conferencia donde se señaló que ya 
no era la defensa contra la agresión extra de América, sino que 
se trataba de la necesidad de defender a un país americano 
cuando era atacado por otro, aunque fuera también americano. 
Es decir que alguien resolvía quién era el agresor y quién el 
agredido. Esa historia de América se fue dando y manifestan- 
do en el andar de los tiempos y podemos ver con total claridad 
cómo en América las pequeñas repúblicas americanas fueron 
dándole cada vez más prestancia y mayor valor a los concep- 
tos de soberanía, de autodeterminación y de no intervención. 


En ese aspecto, cabe determinar que se superaron las cir- 
cunstancias difíciles, cuando hubo que elaborar una doctrina 
Tobar en Ecuador -y esto lo señalamos en la sesión pasada 
para precisar actitudes de defensa frente a agresiones del exte- 
rior- o cuando en América estaba la condición lamentable de 
la Enmienda Plat, que fue lo que se le instauró e impuso a 
Panamá para alcanzar su independencia. Es muy claro que esa 
circunstancia se fue superando cuando en 1933, en una Confe- 
rencia que se desarrolló precisamente en Montevideo, se reco- 
noció la autodeterminación de los países y de los pueblos, así 
como la posibilidad de que debían ser respetados los princi- 
pios esenciales. 


Posteriormente, esto culmina cuando en América se procu- 
ra la Unión Panamericana y, luego, la actual OEA, con aquel 
espectáculo realmente libertario del «Bogotazo» de 1948. He- 
rrera lo calificó de «nuevo Querétaro», en un magistral artícu- 
lo escrito al otro día de haber comenzado dicho episodio y, 
precisamente, cuando se creaba lo que ahora es la actual OEA. 
Por lo tanto, pensamos que esos principios esenciales siempre 
deben tener vigencia. Me refiero a lo que ayer fue la defensa 
de la integridad de América, luego la defensa de la democracia 
-fundamentalmente en la época de la Segunda Guerra Mun- 
dial- posteriormente la posibilidad de generar a través de la 
OEA y de las consultas ciertos regímenes que habilitaran que 
a nivel internacional los gobiernos pudieran ir adecuándose a 
ciertas normas de convivencia donde se levantaban como ban- 
deras esenciales lo relativo a la democracia y a los derechos 
humanos. 
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El pueblo cubano es el único que tiene el derecho de resol- 
ver esta situación. De ninguna manera un país puede interve- 
nir en las cuestiones políticas de Cuba, como se hace en esta 
declaración cuando se señala: «Su más profundo rechazo a la 
decisión adoptada por un órgano que no es democrático, ni 
representativo y que detrás de un pomposo título esconde dis- 
posiciones contra las libertades en la República de Cuba, 
especialmente contra la libertad de pensamiento, expresión y 
desplazamiento». Sin embargo, cuando se firmó el Tratado de 
Institucionalización del Parlatino, se estableció -como princi- 
pios permanentes e inalterables del Parlamento que se creaba- 
la defensa de la democracia, la no intervención, la autodeter- 
minación de los pueblos para darse en su régimen interior el 
sistema político, económico y social que libremente decidan, 
etcétera. 


Cuba -más allá de alguna modificación actual al Código 
Penal o la aprobación de esta nueva ley- tenía el mismo siste- 
ma que llevaba adelante desde hace muchos años, y ello no 
fue inconveniente para que los Parlamentos recibieran su fir- 
ma. Por su parte, el Estatuto del Parlamento Latinoamericano 
establece disposiciones -que son las tradicionales- tales como 
la de defender la plena vigencia de la libertad, la justicia so- 
cial, la independencia económica y el ejercicio de la democra- 
cia representativa y participativa con estricto apego a los prin- 
cipios de no intervención y de libre autodeterminación de los 
pueblos, velar por el estricto respeto a los derechos humanos, 
entre otros. Todo esto figura en el Título II del Estatuto del 
Parlamento Latinoamericano, el que contiene distintas normas 
sobre preceptos que deben ser observados y cumplidos. Inclu- 
sive, uno de ellos habla de oponerse a la acción imperialista en 
América Latina, recomendando la adecuada legislación nor- 
mativa y programática que permita a los pueblos latinoameri- 
canos el pleno ejercicio de la soberanía sobre sus sistemas 
económicos y recursos naturales. 


Insisto en que se trataba de la Cuba con la misma organiza- 
ción que siempre ha tenido desde hace ya varios años la que 
procedió a signar este documento, por lo que fue reconocido 
la viabilidad, el derecho, la personería y la adecuación a estas 
normas, luego que los otros países también firmaran el docu- 
mento. 


Por consiguiente, no puede señalarse lo que expresa esta 
resolución, porque implica un cuestionamiento a un tipo de 
organización institucional, en virtud de que el primer apartado 
de esta resolución la descalifica cuando habla de la decisión 
adoptada por un órgano que no es democrático ni representati- 
vo y que esconde disposiciones contra las libertades en la 
República de Cuba. Repito, eso existía cuando Cuba firmó 
este documento y luego también siguió existiendo. 


Si leemos esta documentación que envió la Embajada de 
Cuba, vemos la fotocopia del editorial publicado por el diario 
cubano «Granma» el pasado 4 de marzo, titulado «Quiénes 
son los disidentes y los presos de conciencia en Cuba». Aquí 
se imputa que los juicios que se están practicando en Cuba son 
consecuencia de que las autoridades de ese país consideran 
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que todo esto integra la actuación de las fuerzas del imperio, 
actuando en complementación de la Ley Helms Burton, que 
impuso a Cuba una especie de bloqueo económico a nivel 
internacional, lo que sabemos le ha provocado a este país mu- 
chos inconvenientes. 


Por lo expuesto, a nuestro juicio el numeral 1) de esta 
resolución es totalmente intervencionista y por tal razón nos 
resulta imposible de aceptar. El hecho de que luego se exprese 
solidaridad con los que practican la libertad de conciencia y 
son periodistas cubanos independientes, nos parece que es una 
frase que puede ser admitida en una manifestación del Parla- 
mento. Ya sea para los cubanos o para quienes no lo son, no 
creemos que exista inconveniente en formular una declaración 
en ese sentido. 


Más adelante, se señala la posibilidad de aplicar una medi- 
da totalmente intervencionista cuando se propone plantear en 
el Parlatino, a través de los Legisladores de la República, la 
posible aplicación de las disposiciones pertinentes del Tratado 
de Institucionalización del Parlamento Latinoamericano. A 
nuestro entender, allí hay una clara manifestación de interven- 
ción a través de una medida de carácter punitivo ya que, insis- 
to, a través de los Legisladores de la República Oriental del 
Uruguay se procura plantear en el Parlatino la aplicación de 
ciertas medidas -que están enumeradas en el proyecto- que 
pueden llegar a la suspensión, etcétera, de la intervención del 
Parlamento o de la Asamblea Cubana en los trabajos del Parla- 
tino. En ese sentido, creemos que estas expresiones tampoco 
son procedentes porque se afectan principios esenciales de la 
realidad política permanente de nuestro país y, de manera esen- 
cial, principios que han sido indoblegables a través de los 
años. 


Cabe determinar que el Uruguay, salvo alguna situación 
que también vamos a mencionar, ha tenido en materia interna- 
cional una conducta que viene desde muy lejos y que se mani- 
fiesta por primera vez a través de aquella postura que tuvo en 
1846 el Brigadier General Manuel Oribe cuando se estaba 
estructurando un ataque al Perú. En esa oportunidad, el Go- 
bierno de Oribe señaló que ese ataque era un agravio y que 
también significaba un ataque al Uruguay y, por lo tanto, esta- 
ba dispuesto a defenderlo. Cabe también hacer justicia porque, 
sin haberla conocido, esa misma doctrina e igual postura fue 
sostenida por el doctor Baltasar Brum en 1916. Es decir que, 
transcurrido el tiempo, el Uruguay mantuvo una muy clara 
posición en lo que tiene que ver con la defensa de esos princi- 
pios esenciales. Nosotros decimos que hubo una variante en 
1945, cuando el entonces Canciller, el doctor Eduardo Rodrí- 
guez Larreta, procedió a elaborar lo que se conoció como la 
doctrina del paralelismo entre la democracia y la paz, donde 
propugnaba una especie de intervención multilateral con la 
finalidad de superar los inconvenientes que generaban las po- 
líticas que propendían a las intervenciones de un Estado en los 
problemas, en las situaciones y en las políticas de otro. El 
Uruguay, en ese sentido, ha mantenido permanentemente una 
línea que es muy recta, muy firme y muy clara, y nosotros 
creemos que con disposiciones de este tipo se está quebrando. 
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Además, queremos señalar que nos ha llamado profunda- 
mente la atención y nos ha causado sorpresa las manifestacio- 
nes del ex Ministro del Interior, ahora titular de la Cartera de 
Relaciones Exteriores, doctor Opertti, quien ha hecho la ela- 
boración de una tesis particularísima con motivo de señalar lo 
que tiene que ver con las actuaciones del Gobierno cubano y 
la situación en Cuba que ha generado estos problemas. En una 
publicación del viernes 5 de marzo de 1999, se dice: «El Go- 
bierno uruguayo estudia con atención la evolución de los acon- 
tecimientos en Cuba, y no permanecerá indiferente si detecta 
un retroceso en materia de respeto a los Derechos Humanos en 
la isla, según anunció ayer, en el Edificio Anexo del Poder 
Legislativo, el Ministro de Relaciones Exteriores, Dr. Didier 
Opertti». Continúa diciendo: «Naturalmente agregó esto nos 
obliga a revisar nuestra posición, a examinar el fondo del asun- 
to, pero no hacerlo de una manera superficial o epidérmica, 
sino hacerlo con todos los elementos en la mano». Pero luego 
hace una diferenciación muy particular entre Gobierno y Par- 
lamento. En la crónica se dice que: «Consultado sobre la ini- 
ciativa de la Bancada del Partido Colorado en el Senado, de 
promover la suspensión de los Representantes cubanos en el 
Parlamento Latinoamericano, y si eso no se contradecía con la 
política del Gobierno de 'no aislar a Cuba”, Opertti separó las 
aguas». 


Debe recordarse la intervención del propio señor Presiden- 
te de la República en Miami, cuando hizo declaraciones muy 
claras en el sentido de que no era conveniente ni admisible 
ingresar en una política de aislamiento de Cuba, con la finali- 
dad de que la isla se reintegre a los sistemas democráticos 
tradicionales. 


Continúa diciendo la publicación: «En primer lugar, aclaró 
que no era Legislador, y en segundo término expresó que la 
política exterior es una política entre Estados, entre gobiernos 
que acreditan entre sí representaciones diplomáticas, que man- 
tienen relaciones comerciales y de cooperación, etcétera, y 
que la consideración de la actividad de un Parlamento por 
otro, es algo que hace al interior de cada uno de los Estados y 
sus parlamentos». 


Llama poderosamente la atención esta diferenciación que 
en materia de política internacional hace el doctor Opertti, 
hombre sumamente inteligente, profesor de la Facultad, no de 
Derecho Internacional Público sino de Derecho Internacional 
Privado, un hombre realmente informado en estos temas. Esta- 
mos de acuerdo cuando dice que: «La política exterior es una 
política entre Estados»; también concordamos con la expre- 
sión: «entre Gobiernos que acreditan entre sí representaciones 
diplomáticas, que mantienen relaciones comerciales y de co- 
Operación»; pero nos cuestionamos sobre la afirmación relati- 
va a: «la consideración de la actividad de un Parlamento por 
otro». Es ese el tema, es decir, que el Parlamento uruguayo 
solicite en el Parlatino que se suspenda o, de alguna manera, 
se sancione a Cuba. Señala que: «esto es algo que hace al 
interior de cada uno de los Estados y de sus Parlamentos». 
Esta es una tesis que nos llama la atención, por cuanto aquí 
hace una diferencia que nosotros no creemos admisible en el 
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sentido de que al Parlamento le quita la condición de integran- 
te del sistema de Gobierno. El Gobierno del Uruguay no sola- 
mente está integrado por el Poder Ejecutivo, que tiene a su 
cargo el manejo de las relaciones exteriores, sino también por 
el Parlamento. Por tal razón, si el Parlamento adopta decisio- 
nes en determinada dirección y con ciertas calificaciones ne- 
gativas para la actuación de los representantes de Cuba en el 
Parlamento Latinoamericano, evidentemente hay una asunción 
de posición del Uruguay. 


Por estas razones, estimamos que debemos cumplir con 
nuestros viejos principios. Posiblemente, para muchos, apare- 
cerá nuestra posición como antigua, pero creemos que estos 
principios tienen que ver con la esencia, con la realidad con 
que uno crea su personalidad. Esto no solamente tiene que ver 
con la formación de la personalidad de un Legislador, sino 
que creemos que estos principios están integrando la propia 
personalidad del Estado uruguayo, del Uruguay como tal, que 
le resultó tan difícil y tuvo tantos problemas de intervención 
en sus situaciones políticas. Nuestra historia está cargada de 
estos elementos. Nosotros decimos que estamos plenamente 
convencidos de que estamos en una buena tesis y una buena 
posición y, por tal razón, no vamos a acompañar una disposi- 
ción como ésta. 


Por otra parte, consideramos que podría existir una posibi- 
lidad de realizar cambios a la redacción y votar el proyecto de 
resolución presentado por el señor Senador Carvalho a los 
efectos de que el Senado haga una manifestación a raíz de las 
situaciones que se han generado en Cuba. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


SEÑOR MILLOR.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANTORO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- No he interrumpido antes al señor Se- 
nador Santoro porque quería que desarrollara su línea argu- 
mental, pero al ver que le sobran algunos minutos, simplemen- 
te quería hacer una reflexión. 
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No consideraría la posición del señor Senador Santoro 
-como él mismo acaba de definirla- como antigua ni nada que 
se parezca; lo he escuchado desde 1985, cuando asumimos 
juntos como Diputados. En ese entonces sostuvimos posicio- 
nes similares con respecto a una interpretación que puede o no 
compartirse en torno a principios como el de autodetermina- 
ción de los pueblos y de no intervención. Con toda franqueza, 
debo decir que con prescindencia del juicio que se tenga sobre 
las características del Gobierno cubano, se puede estar o no de 
acuerdo con solicitar la suspensión de los parlamentarios cu- 
banos en lo que tiene que ver con su presencia en el Parlamen- 
to Latinoamericano. 


Nada tiene que ver la posición que se adopte sobre este 
tema en concreto, con el concepto que se tenga sobre el Go- 
bierno cubano. Pienso que acá hay dos posiciones. 


Quisiera aclarar, señor Presidente -y lo digo con el mayor 
respeto y sinceridad- que soy partidario de solicitar la suspen- 
sión de la presencia de los parlamentarios cubanos en el Parla- 
mento Latinoamericano, más allá de que personalmente me 
resulta muy gracioso escucharlos hablar en este ámbito, sobre 
todo cuando nos dan lecciones de economía, de libertad o de 
democracia; pero esto es una cuestión anecdótica. 


Entiendo que se pueda discrepar, pero el señor Senador 
Santoro cuestionó -y está en todo su derecho- los otros nume- 
rales de la declaración, porque considera -si no entendí mal- 
que cuando se pretende juzgar las características de una ley 
cubana o del órgano que la emite u homologa, estaríamos 
transgrediendo el principio de autodeterminación de los pue- 
blos. En ese sentido, aunque pueda variar el léxico, la otra 
moción que se señala que podría prosperar también está esta- 
bleciendo juicios de valores. Por la misma vía de razonamien- 
to, igualmente se podría pensar que nos estamos introduciendo 
en la vida interna de la República de Cuba, con distinto léxico. 
Este razonamiento lo hago porque entiendo -y acabo de pedir 
los antecedentes pues me está fallando un poco la memoria al 
respecto- que este Senado dedicó varias sesiones para tratar la 
Ley Helms Burton, que tanto se ha mencionado acá. Creo -y 
digo «creo» porque he pedido los antecedentes- que hubo una 
moción de rechazo a la Ley Helms Burton, y fue votada por 
unanimidad en ambas Cámaras. Y yo, señor Presidente, ¿qué 
quiere que le diga? Uno podría estar de acuerdo o no con 
dicha ley, pero también es el caso de una ley de un país sobe- 
rano e independiente, aunque con una diferencia: que fue vo- 
tada por un Parlamento electo democráticamente, como lo es 
el norteamericano. Aquí se habló durante varias sesiones y se 
lo condenó, creo que por unanimidad. Si no me equivoco, 
participé en esa votación y si no lo hice personalmente, lo hizo 
nuestra Bancada. No consideré, con total franqueza, que estu- 
viesen en discusión los asuntos internos de una nación a la 
cual admiro, como los Estados Unidos de América. Simple- 
mente, entendí que estaba discrepando -y afortunadamente, en 
forma unánime y corporativa- con una ley con cuyo contenido 
no estaba de acuerdo. En ese caso, además, creo que nuestro 
voto tenía un valor muy especial, porque esa ley fue elaborada 
para bloquear a un país que tiene un Gobierno que no compar- 
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timos en lo más mínimo. No obstante, no estamos de acuerdo 
con que una nación se arrogue a sí misma el derecho de aislar 
a otra, por más que al Gobierno no le guste. 


Sinceramente, digo que si esto es entrometernos en la vida 
interna de Cuba, también lo fue aquella moción que se votó, 
de censura a la Ley Helms Burton. Me parece que no hay 
diferencias, salvo una muy grande: que la Ley Helms Burton, 
que condenamos, fue votada por un parlamento electo por el 
pueblo norteamericano, cosa que no pasa con esta Asamblea 
Popular que, en definitiva, es una expresión plural -en cuanto 
a cantidad de personas- de la voz de uno solo, que es el señor 
Fidel Castro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANTORO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: aprovecho esta in- 
terrupción porque, a través de ella, quizás pueda ahorrar una 
exposición al Senado. 


Deseo expresar que comparto totalmente la posición que 
ha estado exponiendo el señor Senador Santoro. Creo que hay 
que condenar la violación de los derechos humanos y hay que 
hacer la defensa de la libertad de expresión, pero hay que 
ajustarse a lo que ha sido tradicional en la política del Uru- 
guay en cuanto a la no intervención y el respeto por la autode- 
terminación de los pueblos. 


Quisiera agregar que, desde mi punto de vista, hay un error 
en la apreciación que hace el señor Senador Millor, por cuanto 
la Ley Helms Burton era en sí misma una intervención en la 
soberanía de los demás países, en la medida en que trataba de 
prohibir la relación comercial de otras naciones con la Repú- 
blica de Cuba. Creo, entonces, que esa sí era una ley que, a 
pesar de partir de un Parlamento democrático, tendía a vulne- 
rar el derecho de los pueblos a determinar con quién negocian 
y cómo lo hacen. De esa manera, creo que hay una diferencia 
notable entre la resolución que podamos haber tomado sobre 
aquella ley de intervención de los demás Estados y ésta, que 
refiere exclusivamente a un asunto interno de Cuba, pese a 
que están en juego valores que desde el punto de vista moral 
tenemos que condenar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Agradezco la intervención del señor 
Senador Millor, porque me habilita a realizar una cita que no 
hice anteriormente para que mi exposición no tuviera mayor 
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extensión; ahora, al tener más tiempo, tengo la posibilidad de 
señalar lo siguiente. 


Es cierto que hubo una manifestación de los órganos legis- 
lativos del país contra la Ley Helms Burton, pero cabe deter- 
minar que, siendo Canciller de la República, el ingeniero Al- 
varo Ramos hizo unas declaraciones el 28 de marzo de 1996. 
En esa oportunidad, la crónica recogió que «El responsable de 
la política exterior uruguaya» -reitero que era el ingeniero 
Ramos- «que el martes se reunió con el Senador republicano 
Helms, dijo haber reiterado a este Legislador ultraconserva- 
dor, la oposición del Uruguay a la Ley Helms Burton, aproba- 
da el pasado día 12, que endurece el embargo económico im- 
puesto a Cuba por Estados Unidos hace 34 años». 


En la primera aproximación a este tema, cabe determinar 
que esa era la postura uruguaya de una política muy clara en 
materia internacional. Por eso, citamos las expresiones que el 
propio señor Presidente de la República formuló en una visita 
a Miami, cuando señaló que no era conveniente endurecer las 
políticas de cerramiento con respecto a Cuba, sino que había 
que generar políticas que abrieran a ese país la posibilidad de 
ir modificando su sistema de Gobierno o su organización insti- 
tucional. En cierta forma, eso estaba enmarcado en la presen- 
cia de los Reyes de España y del Papa. 


Lo que ocurre es que ahora, con posturas como ésta, esta- 
mos ingresando en el camino que la propia Ley Helms Burton 
ha abierto, en el sentido de generar, con respecto a Cuba, 
medidas de tal condición y características que obliguen a que 
ese país salga de su sistema institucional y se incorpore a otro, 
señalándole cuál debe ser de acuerdo con las prácticas tradi- 
cionales en materia de organización democrática. Eso, en nues- 
tro concepto, es intervención. 


El señor Senador Millor señala que cuando votamos contra 
la Ley Helms Burton estábamos interviniendo en la política 
americana; creemos que no es así, sino que nos estábamos 
defendiendo para que ese tipo de legislación no fuera aplicada 
a Cuba ni a ningún otro país de América Latina. 


Si miramos el tema con una perspectiva histórica, a partir 
de la doctrina Monroe, emitida por este Presidente en 1823, 
vemos que hay políticas -producto, fundamentalmente, de Es- 
tados Unidos- que generaron situaciones de cierta presencia y 
presión a los efectos de que los países americanos tomaran 
determinadas direcciones. No vamos a recordar ahora historias 
que pueden parecer muy viejas, pero cabe mencionar aquel 
Comité de Emergencia que existió en América en la Argentina 
de Perón. También podemos citar el «libro azul» de aquel 
famoso embajador norteamericano en Argentina en esa misma 
época. Así podríamos recordar «quintadinha», el Tratado del 
TIAR y tantas otras determinaciones que muestran un tipo de 
política sobre la que Uruguay siempre mantuvo una posición 
muy firme, así como también lo han hecho distintos países de 
América, aferrados a estos conceptos de no intervención, de 
autodeterminación y de defensa de la soberanía. 
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Esto no es otra cosa que una forma de definición política 
que ha sido permanente en América. Lo que ocurre en este 
momento, posiblemente por la gravedad de la situación del 
régimen cubano y de las medidas que adopta -naturalmente, 
de acuerdo con su libre albedrío sobre la necesidad que existe- 
es que estos principios se ven en cierta forma disminuidos al 
amenazar con pena de muerte a gente que manifiesta diferen- 
tes pensamientos o que actúa con un criterio distinto al susten- 
tado en Cuba por el superior gobierno. Pero por esa razón los 
principios no pueden perder vigor, esencia, ni tampoco pre- 
sencia. 


Esa es la razón por la cual sustentamos nuestra posición en 
este tema -tal como lo hemos hecho desde siempre- y creemos 
que es también la que Uruguay ha mantenido, con alguna 
variante, en forma permanente. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- He escuchado con mucha atención la 
siempre documentada intervención del señor Senador Santoro 
y quiero hacer una simple aclaración. 


Mencioné el tratamiento que se dio en el Senado a la Ley 
Helms Burton a modo de ejemplo, pero en ningún momento 
me pasó por la mente que al opinar sobre ella estuviera inter- 
viniendo en los asuntos norteamericanos. 


Recordando alguna intervención nuestra o del señor Sena- 
dor Irurtia, creo que una vez opinamos en forma negativa 
sobre la ley de cupos que utiliza Estados Unidos de América 
para proteger su industria nacional, lo que en cierta forma 
impide la entrada a ese país de nuestros productos. En ese 
sentido, reitero que hemos opinado en contra de la forma en 
que se aplica dicha ley, pero nunca consideramos que con ello 
estábamos interviniendo en la vida interna de Estados Unidos. 
Lo mismo se aplica a esta moción. Al emitir opiniones sobre 
leyes o procederes de los demás países, no estamos intervi- 
niendo sino opinando. Opinamos que Estados Unidos aplica 
mal la ley de cupos; estimamos que está mal una reciente ley 
de calificaciones de ese país, tema que se ha discutido mucho 
en el Parlamento Latinoamericano. Cuando opinamos que está 
mal la pena de muerte allí, no estamos interviniendo en sus 
asuntos internos; si así fuese, nos veríamos muy cercenados en 
el uso de la palabra para manifestarnos en gran cantidad de 
temas en los que, por otra parte, hemos sido muy cuidadosos 
en respetar el principio de no intervención. 


Simplemente, quiero señalar que al igual que cuando acom- 
pañamos al Senado en la condena de la Ley Helms Burton, 
cuando realizamos la propuesta de condenar esta ley cubana 
no nos pasa por la mente el estar interviniendo en los asuntos 
internos de Cuba. Lo que estamos haciendo es algo a lo que 
creo tenemos derecho: estamos opinando sobre una ley con la 
que no estamos de acuerdo. Y el opinar sobre leyes o procedi- 
mientos no puede considerarse una suerte de intervención. 
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Admito que puedan existir dos puntos de vista sobre este 
tema, pero quería clarificar nuestra posición. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Pensaba ser muy breve e intentaré 
serlo, pero el señor Senador Santoro introdujo algún tema que 
me obliga a efectuar ciertas precisiones. 


El Senado está ante un tema político que ha sido planteado 
con esas características, y de lo que se trata es de que formule 
un pronunciamiento político, lo que según tengo entendido ha 
hecho en otras ocasiones y también realizan otros Parlamentos 
de países democráticos, como expresión legítima de su posi- 
ción u opinión ante hechos o circunstancias que conmueven a 
la ciudadanía y que los llevan a dar a conocer su manifesta- 
ción de voluntad. Esta no tiene otro alcance que el que surge 
de su propio contenido, ni otra legitimidad que el respaldo 
político que le otorga el provenir de un órgano de representa- 
ción popular y democrática. 


Quiero asegurar al señor Senador Santoro que cuando he 
formulado moción en el sentido que lo he hecho, jamás pasó 
por mi mente la idea de que si el Senado votaba una declara- 
ción de estas características estaría afectando nada menos que 
el principio de no intervención. Reitero que puedo asegurarle 
que ésa no es mi intención, y no creo que una declaración 
política emitida por el Senado de la República signifique, en 
los términos en que la planteo, una intromisión en los asuntos 
internos de la República de Cuba. Nunca lo he entendido así y 
creo que en ese sentido podemos remontarnos al pasado y 
recordar que cuando en este país estábamos sometidos al régi- 
men militar, hubo multitud de Parlamentos democráticos y 
numerosos Órganos parlamentarios de representación popular 
que expresaron su solidaridad con el pueblo uruguayo y que 
reclamaron la vigencia de los derechos humanos en nuestro 
país. Tanto los uruguayos que estaban aquí como quienes es- 
tuvimos en el exilio, lo veíamos y celebrábamos como un 
hecho positivo, de impacto político y como una manifestación 
importante de opinión pública calificada, que contribuiría, más 
temprano que tarde, al restablecimiento de la democracia en el 
Uruguay, que era el objetivo que nos unía a todos. En ese tipo 
de gestiones y actividades, por cierto que con muchísima tras- 
cendencia, tuvimos a nuestro lado, en numerosas circunstan- 
cias, a integrantes del Partido Nacional, lo que me parece ab- 
solutamente correcto. 


En el momento actual, muchos Parlamentos -y nosotros 
hubiéramos deseado que el nuestro estuviera entre ellos- se 
han pronunciado, por ejemplo, sobre la situación del general 
Pinochet y el juicio a que está siendo sometido en Londres, a 
raíz de una petición de extradición formulada por un magistra- 
do español. A este respecto ha habido, incluso, pronuncia- 
mientos del Parlamento europeo y, por lo que sé, nadie ha 
considerado que ello constituya una intromisión en los asuntos 
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internos de la República de Chile. Son declaraciones de orden 
político formuladas por órganos de representación popular y 
tienen el contenido que surge de su valor político, y no otro. 


Como aquí se ha recordado, las relaciones internacionales 
de un país son competencia de su gobierno, y el hecho de que 
formulemos declaraciones políticas no tiene por qué afectar la 
conducción que la Constitución y la ley atribuyen al Poder 
Ejecutivo en la materia. Esto es así, especialmente, cuando la 
política de relaciones exteriores que sigue el Uruguay -me 
complace decirlo- en muchos aspectos creo que representa una 
política de Estado en la que estamos de acuerdo todos los 
sectores políticos representativos. Esa política se sintetiza en 
un criterio de apertura, así como de estrechamiento de relacio- 
nes políticas, comerciales, culturales, diplomáticas y de co- 
operación con todos los países y, especialmente, con la Repú- 
blica de Cuba, que es un país hermano dentro del concierto 
latinoamericano. Creo que en esa política el Gobierno urugua- 
yo ha sido consecuente, ha dado pasos, ha invitado al país al 
Presidente de la República de Cuba y luego, en un incidente 
reciente con el Embajador de ese país, aceptó sus explicacio- 
nes respecto a lo que se podría considerar una intervención en 
la vida política interna uruguaya, todo lo que nos parece bien. 


Nos parece bien que coincidamos en el rechazo radical a 
todas las medidas que intentan imponer el aislamiento político 
o comercial a la República de Cuba. Estamos absoluta y radi- 
calmente en contra de las medidas económicas, del embargo, y 
de las medidas unilaterales que trata de imponer la legislación 
interna norteamericana al resto de los países del mundo, como 
es el caso de la Ley Helms Burton. Estamos en contra por 
muchas razones, que -creo- sintetiza mucho mejor que yo nada 
menos que el relator especial de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, informando sobre el efecto 
de las sanciones económicas sobre Cuba. En concreto, en el 
último informe de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos se expresa que: «la permanencia del embargo norte- 
americano sigue contribuyendo a la inmovilización del siste- 
ma actualmente vigente en Cuba. El embargo se da como 
excusa fácil, para mantener a la población bajo un fuerte con- 
trol y para castigar o perseguir en diversas formas a quienes 
reclaman cambios políticos o espacio social para el individuo. 
Ahora bien, el embargo contribuye, en gran medida, a la dra- 
mática escasez de bienes materiales que caracteriza a la Cuba 
de los años noventa y que ha llevado a la población a una 
dificilísima situación». 


Creo que el relator especial de la ONU sintetiza la situa- 
ción de Cuba y la posición de mi Partido -que pienso comparte 
el resto del sistema político- es clara con respecto a la incon- 
veniencia, al absoluto carácter negativo que asume el manteni- 
miento de este tipo de restricciones comerciales. 


El contenido del debate, señor Presidente, refiere directa o 
indirectamente a la situación de los Derechos Humanos en 
Cuba. En este sentido, pertenezco a un Partido que tiene una 
definición muy clara, expresada a través de su líder, el señor 
Senador Michelini, y de otros portavoces calificados en mu- 
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chas ocasiones. No tenemos ninguna duda de que la República 
de Cuba padece un régimen autoritario de partido único basa- 
do en el desconocimiento sistemático de los Derechos Huma- 
nos, básicamente de los derechos civiles y políticos de la po- 
blación. Esta situación nos parece radicalmente criticable, siem- 
pre nos ha parecido así, tal como lo hemos dicho en todas las 
oportunidades en que hemos podido hacerlo. Nos preocupa la 
situación de violación de los Derechos Humanos porque quie- 
nes más la padecen son los más débiles y, en el caso de Cuba, 
especialmente los trabajadores. 


También quiero remitirme a otro documento que considero 
importante. Podríamos agregar muchísima documentación, pero 
creo que no es el objeto del debate, sino centrar las posiciones 
políticas. Simplemente, me voy a permitir una pequeña refe- 
rencia, porque se trata nada menos que de las resoluciones de 
la OIT, que también aparecen citadas en el informe de la Co- 
misión Interamericana de Derechos Humanos. Este informe 
registra, por ejemplo, que los salarios que perciben los trabaja- 
dores a través de empresas extranjeras no les son pagados 
directamente, sino a la entidad empleadora estatal, que los 
devenga en moneda fuerte y posteriormente los paga en mone- 
da nacional. Asimismo, allí se resalta que la diferencia entre 
los salarios pagados por la empresa y los efectivamente abona- 
dos al trabajador, es considerable, lo que permite al Estado 
obtener grandes beneficios, en detrimento de lo que el trabaja- 
dor hubiera podido percibir. Además, la ley establece que cuan- 
do las empresas mixtas o las de capital totalmente extranjero 
consideren que un determinado trabajador no satisface sus exi- 
gencias, pueden solicitar a la entidad empleadora que lo susti- 
tuya por otros, sin que exista ninguna protección legal. Esto 
llevó al Comité de Libertad Sindical a establecer, dentro del 
marco de aplicación del Convenio N* 87 de Libertad Sindical 
y Protección de la Sindicalización, que: «no puede dejar de 
tener en cuenta que en Cuba existe una sola central sindical 
reconocida oficialmente y mencionada en la legislación. En 
ocasiones anteriores se le han sometido quejas sobre el no 
reconocimiento oficial de organizaciones sindicales al margen 
de la estructura sindical oficialmente reconocida». 


Por último, voy a mencionar otra resolución del Comité de 
Libertad Sindical, recomendando al Estado cubano «que ga- 
rantice el libre funcionamiento de la Confederación de Traba- 
jadores Democráticos de Cuba y que las autoridades se absten- 
gan de toda intervención que tienda a limitar a esta Organiza- 
ción los derechos fundamentales reconocidos en el Convenio 
N* 87 y el ejercicio de los Derechos Humanos vinculados al 
ejercicio de los derechos sindicales, incluida la garantía de no 
ser sometidos a medidas privativas de libertad por la realiza- 
ción de actividades legítimas». 


De esta manera, sintetizamos cuál es nuestra posición so- 
bre la situación de los Derechos Humanos en Cuba. Ahora 
correspondería pasar al análisis de la situación actual en la 
cual se está planteando este debate. Creemos que es posible 
definir la situación actual como contradictoria. Decimos esto, 
porque en el curso del año anterior asistimos a manifestacio- 
nes de distensión en la situación política de Cuba. Por ejem- 
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plo, recordamos la visita del Papa, las grandes manifestaciones 
populares a las que se le permitió dirigirse directamente o el 
uso de su libertad de movimiento sin restricciones. También 
hemos asistido a la visita del Primer Ministro canadiense, que 
fue concretamente a discutir el tema de los Derechos Huma- 
nos en Cuba y fue recibido por su Gobierno a ese efecto. 
Asimismo, a raíz de la gestión del Papa, sabemos que se han 
liberado más de doscientos prisioneros de conciencia, lo cual 
-sin duda- representa un avance importante en esa materia. Por 
otro lado, en los últimos días estamos asistiendo a un endure- 
cimiento y recrudecimiento de la legislación represiva. A pe- 
sar del informe exhaustivo del señor Senador Bergstein, creo 
que esto no agrega demasiado al arsenal de medidas represivas 
que ya disponía el régimen. Si analizamos el Código Penal 
cubano, vamos a encontrar figuras como «propaganda enemi- 
ga», «desacato», «asociación ilícita», «impresión clandestina 
de impresos», «actos contra la seguridad del Estado», «peli- 
grosidad», y otras que, lamentablemente -por lo menos en lo 
personal- me traen malos recuerdos y que se refieren, por 
ejemplo, al «estado peligroso» y a las «medidas de seguridad 
predelictivas», instituciones sobre las cuales los uruguayos tu- 
vimos cierta experiencia hace algunos años, en cuanto a la 
tentativa de imponerlas. 


De modo que ese arsenal de medidas más la Ley 80, llama- 
da «De reafirmación de la dignidad y de la soberanía», y el 
reglamento limitativo del ejercicio de las actividades de la 
prensa extranjera en Cuba, no se acrecienta fundamentalmente 
con la ley que acaba de sancionarse. Esta es, más que nada, un 
mensaje que el Gobierno cubano está enviando a su pueblo, en 
una situación muy especial, ya que no puede evitar un cierto 
grado de distensión, porque su situación, tanto económica como 
política, internacional y la evolución de la opinión pública en 
su propio país probablemente se lo está exigiendo. Al mismo 
tiempo, como todo régimen autoritario de partido único, se 
enfrenta a la disyuntiva de que, si acepta otorgar esos grados 
de distensión y de flexibilización en la situación represiva, el 
cambio se transformará en algo inevitable, que no podrá con- 
trolar. 


Y, entonces, asistimos a medidas contradictorias: la visita 
del Papa, la próxima visita del Rey, la liberación de algunos 
prisioneros, la aprehensión de otros, la sanción de leyes cada 
vez más rigurosas, etcétera. Creo, desde el punto de vista de 
una interpretación -que intento hacer razonable- sobre lo que 
está pasando, que se apunta en esa dirección. 


Con respecto a la referencia sobre el grupo de periodistas 
sancionados por emitir el documento «La patria es de todos», 
realmente es un caso emblemático. Sin embargo, hay otros, 
señor Presidente, que me preocupan más y también deseo traer- 
los a conocimiento del Senado. 


Estamos asistiendo a la internación en sanatorios y hospi- 
tales psiquiátricos. Concretamente, tengo en mi poder la refe- 
rencia sobre una activista de Derechos Humanos, cuyo nom- 
bre me permitiré mencionar porque considero que es un caso 
muy especial y lo justifica. Se trata de la joven Milagros Cruz 
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Cano quien, además, es no vidente y fue detenida el pasado 27 
de noviembre por miembros del Ministerio del Interior, frente 
al Tribunal Provincial de La Habana, en momentos en que se 
iba a realizar un juicio contra un periodista independiente. 
Esta persona se encuentra recluida en el Hospital Psiquiátrico 
de La Habana. 


Precisamente, esta situación de internación de disidentes 
en hospitales psiquiátricos, nos evoca otras que realmente fue- 
ron trágicas y que lamentamos que en este momento se estén 
produciendo también en Cuba. 


En último término, señor Presidente, y a efectos de sinteti- 
zar, quiero señalar que, a mi entender, lo que debe orientar 
una declaración o una actitud política del Senado en este mo- 
mento, es algo en lo que -creo- todos estamos mancomunados. 
Se trata de descubrir cómo podemos contribuir a una transi- 
ción pacífica, ordenada y gradual de la actual situación de 
Cuba, hacia un régimen democrático, respetuoso de la plena 
vigencia de los Derechos Humanos. 


La moción que he presentado en representación del Nuevo 
Espacio, desde mi punto de vista, se orienta en esa dirección. 
Es un gesto, un hecho político que va dirigido a tratar de 
representar la opinión de este Cuerpo ante las autoridades del 
gobierno de Cuba, para que conozcan y de alguna manera 
valoren lo que es nuestro sentimiento frente a lo que allí está 
ocurriendo. 


Por otra parte, deseo aclarar que los derechos de autor no 
me pertenecen, en virtud de que me he tomado la libertad de 
extraer, casi textualmente, el contenido de esa moción sobre la 
base de los informes de Amnistía Internacional, de los dos 
últimos años. Este Organismo concluye su valoración de la 
situación de los Derechos Humanos en Cuba, formulando una 
serie de recomendaciones con el estilo objetivo, riguroso y de 
síntesis que caracteriza los documentos de esta Organización, 
que creo conocida por todos y merecedora, también, del respe- 
to de todos. Entonces, al Nuevo Espacio le ha parecido que no 
estaría mal que el Senado, tratando de expresar una opinión 
política sobre un tema de esta naturaleza, se inspirara en lo 
que es la posición que sobre la situación de los Derechos 
Humanos en Cuba, tiene una Organización tan conocida y 
respetable como Amnistía Internacional. 


Por todo esto, debo aclarar que las palabras y el texto no 
me pertenecen, más que en lo que significó adaptarlas a la 


forma de una moción para presentar al Senado. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-77 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO.- Posiblemente, el señor Senador Car- 
valho no escuchó adecuadamente las manifestaciones que no- 
sotros formulamos con respecto al proyecto de resolución que 
él planteó. Concretamente, señalamos que tenía elementos que 
habilitaban un acuerdo con el mismo y la posibilidad de que, 
con alguna corrección, pudiera ser aprobado por el Senado. 
No dijimos que esto atacaba la integridad cubana o violaba el 
principio de no intervención. 


14) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Corres- 
pondería ceder el uso de la palabra al señor Senador García 
Costa, a quien consultamos ya que sólo restan ocho minutos 
para que finalice la sesión. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- No tengo inconveniente en 
que se levante ahora la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Entonces, 
si los demás señores Senadores no tienen ninguna objeción, se 
va a votar si se levanta la sesión. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 3 minutos, presidiendo el señor 
Wilson Sanabria y estando presente el señor Presidente del 
Cuerpo, Licenciado Hugo Fernández Faingold y los señores 
Senadores Antognazza, Arismendi, Bergstein, Brezzo, Car- 
valho, Cid, Dalmás, García Costa, Heber, Irurtia, Iturria, 
Korzeniak, Mallo, Millor, Pais, Pereyra, Pozzolo, Ricaldo- 
ni, Santoro, Sarthou, Segovia y Virgili). 
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